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Guía de uso de la colección


 La colección “Todo Administración Local” ha sido concebida con el propósito de convertirse en referencia bibliográfica obligada para los operadores locales en la práctica diaria de la actividad municipal.

Cada uno de los libros que conforman la colección, aborda un bloque de materias de incuestionable interés para poder entender cómo opera y cómo se está transformando la Administración Local en siglo XXI para convertirse en una Administración más eficiente, más transparente y, por supuesto, más digital e interconectada con los ciudadanos.

Participan en esta colección un amplio equipo de expertos municipalistas capaces de sintetizar no solo los fundamentos y principios jurídicos que sustentan cada uno de los bloques de materias sino que, además, reúnen el perfil idóneo para poder aterrizar esas materias desde el punto de vista de la práctica diaria de la gestión municipal.

Todo Administración Local compendia en 11 libros los bloques de materias sobre los que se sostiene la práctica diaria de cualquier entidad local:


	
1.  Régimen competencial, organizativo y de funcionamiento de las Entidades locales.

	
2.  Régimen de Bienes.

	
3.  Transparencia y acceso a la información pública-Protección de datos.

	
4.   Procedimiento administrativo.

	
5.  Contratación Pública.

	
6.  Servicios Públicos.

	
7.  Gestión de ingresos y Subvenciones.

	
8.  Urbanismo.

	
9.  Función Pública.

	
10.  Gestión presupuestaria y Control interno.

	
11.  Contabilidad



Todos y cada uno de los libros parten de una sistemática común que ha sido minuciosamente trazada y diseñada para ofrecer al operador local todas las coordenadas que precisa para desenvolverse eficazmente en las diferentes parcelas de la actividad municipal.

Los contenidos de cada bloque de materias no son completamente lineales, sino que intercalan diferentes SECCIONES que establecen digresiones sobre el argumento principal, con vistas a facilitar una lectura ágil y una asimilación rápida de la información:


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Normativa estatal y autonómica.

Doctrina de interés, Jurisprudencia, Órganos administrativos.

Expedientes.

Consultas.



NORMATIVA DESTACADA • La legislación fundamental (referencias normativas y/o extractos de su articulado).


LE INTERESA CONSULTAR… • Recomendaciones de artículos doctrinales, sentencias, dictámenes, consultas, Esquemas, Infografías, etc.


ATENCIÓN!!! • Se intercalan en el texto numerosas llamadas de atención resaltando alguna materia por su actualidad o especial interés.



EJEMPLOS PRÁCTICOS

• Ejemplos prácticos que facilitan la aplicación y mejor comprensión de la materia tratada.




AL DETALLE • Este tipo de referencias permiten bajar al detalle la materia tratada, haciendo especial mención a especialidades o supuestos más específicos o excepcionales.



DE UN VISTAZO • Resumen visual de lo fundamental. Una especie de conclusión del epígrafe.


En definitiva, estamos ante una colección que conceptualmente trata de adaptarse a las necesidades del operador local del siglo XXI, no solo mediante la transferencia de conocimiento de sus autores sino sobre todo aportando soluciones concretas y respuestas claras a los problemas que plantea un marco regulatorio cada vez más complejo y cambiante.






Presentación


 El propósito perseguido con este trabajo ha sido analizar, de manera íntegra y sistematizada, el régimen jurídico, competencial, organizativo y de funcionamiento de las Entidades locales. Se tratan materias tan diversas como el sistema de fuentes normativas, la tipología de Entidades locales, sus potestades, competencias, órganos de gobierno, estatuto de sus miembros, relaciones interadministrativas, convenios…, y cuyo estudio conjunto nos permite conocer la arquitectura y pilares que sustentan el Régimen Local y brindar soluciones y respuestas a los interrogantes que emergen. Siempre con adecuado reflejo del marco jurídico que le da soporte, tanto estatal como autonómico o local, y acogimiento de la doctrina jurisprudencial, criterio de los órganos consultivos y opinión de la doctrina más solvente. Se trata de proporcionar una visión actualizada de la materia, en la que confluyen distintas fuentes de producción normativa e interpretación de esta, que convierten dicho marco jurídico en movedizo y cambiante, necesitado, por ello, de un acercamiento y reflexión global que fije sus postulados más básico y fundamentales.

Aunque las normas que dan soporte Régimen Local tienen ya acreditada un gran poso y solera, tal como la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de Bases del Régimen Local, Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Régimen Local…, o las de similar corte o naturaleza dictadas por las Comunidades Autónomas, como la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, Ley 5/1997, de 22 de julio, reguladora de la Administración Local de Galicia, Ley Foral 6/1990, de 2 de julio de la Administración Local de Navarra…, y que, precisamente por esa antigüedad, no parecen precisar de una mayor explicación, no es menos cierto que algunas de ellas, a pesar de sus reformas, están necesitadas de una profunda revisión, acorde a los cambios introducidos por otras normas del Ordenamiento jurídico o experimentados en el modelo social, con la emergencia de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, protección de datos, despoblación, transformación del modelo económico y laboral, desempleo estructural…, que las hagan responder a estos diferentes retos, y también, cómo no, de una amplia explicación. Este es aquí nuestro empeño, proporcionar las claves que faciliten el engarce e interpretación con esas otras normas de más reciente cuño y con el nuevo y complejo escenario social para que les haga cobrar sentido dentro de unas y otro.

Como mejor referencia de lo indicado traemos a colación, en lo que atañe exclusivamente a las competencias de las Entidades locales, los Reales Decretos 553/2020, de 2 de junio, y 646/2020, de 7 de julio, sobre traslado y eliminación de residuos, respectivamente, y el Real Decreto 1023/2020, de 17 de noviembre, por el que se actualizan las cuantías, los criterios y el procedimiento de distribución de las transferencias para el desarrollo de las nuevas competencias o ampliadas competencias reservadas a las entidades locales en el Pacto de Estado en materia de violencia de género, y otras de menor rango normativo, pero no menos relevantes, como la Orden ICT/851/2019, de 25 de julio, por el que se regula la declaración de fiestas de interés turístico nacional e internacional, o la Resolución de 17 de febrero de 2020, del Presidente del Instituto Nacional de Estadística y de la Dirección General de Cooperación Autonómica y Local, por la que se dictan instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre la gestión del padrón municipal, así como también el nutrido bloque de normas autonómicas que afectan a dichas competencias locales, tales como la Ley 11/2019, de 11 de abril, de promoción y acceso a la vivienda de Extremadura, el Decreto Legislativo 1/2020, de 22 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Policía del País Vasco, el Decreto 5/2020, de 10 de enero, de regulación del estatuto del municipio turístico de la Comunidad Valenciana, las Leyes 2/2019, de 1 de marzo, de calidad alimentaria, calidad diferenciada y venta directa de productos alimentarios del Principado de Asturias, 3/2019, de 22 de marzo, del Estatuto de las Personas Consumidoras de Castilla-La Mancha, 10/2021, de 9 de marzo, reguladora de la acción exterior y de la cooperación para el desarrollo de Galicia, o incluso el Decreto 15/2021, de 24 de marzo, por el que se regula el procedimiento de emisión de informe de inexistencia de duplicidad para el ejercicio de competencias distintas de las propias y de las atribuidas por delegación por las entidades locales de Extremadura.

Pero no son estas las únicas novedades. Nos hacemos también eco, con el fin de ensamblar y dar unidad de tratamiento al conjunto, de otras muchas normas de gran repercusión, como la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, el Real Decreto-Ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueba medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resilencia, … y otras de muy diferente objeto, tanto estatales como autonómicas, sin perder nunca de vista, como ya adelantábamos, las más recientes modificaciones normativas que apuntalan y sostienen el Régimen Local, así como los pronunciamientos judiciales o de órganos administrativos o consultivos que impactan sobre el mismo. En resumidas cuentas, constituye una puesta al día al Régimen Local vigente.








Capítulo I Régimen Jurídico Local





 Documentación relacionada


 Legislación estatal

•  Sobre Régimen Local

Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de reintegración y amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.

Real Decreto 1960/1986, de 11 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales.

Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Ley 1/2006, de 13 de marzo, por la que se regula el Régimen Especial del municipio de Barcelona.

Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid.

Legislación autonómica

•  Sobre Régimen Local

Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.

Decreto 156/2021, de 4 de mayo, por el que se regulan las Entidades Locales Autónomas de Andalucía.

Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón.

Decreto 346/2002, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Territorio y Población de las Entidades Locales de Aragón.

Decreto Legislativo 1/2006, de 27 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Comarcalización de Aragón.

Ley 3/1986, de 15 de mayo, por el que se regula el procedimiento de creación de comarcas en el Principado de Asturias.

Ley 11/1986, de 20 de noviembre, por la que se reconoce la personalidad jurídica de la Parroquia Rural del Principado de Asturias.

Ley 20/2006, de 15 de diciembre, Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears.

Ley 8/2000, de 27 de octubre, de Consejos Insulares.

Ley 7/2015, de 1 de abril, de los municipios de Canarias.

Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares.

Ley 8/1999, de 28 de abril, de Comarcas de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

Ley 6/1994, de 19 de mayo, reguladora de las Entidades Locales Menores de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

Ley 3/1991, de 14 de marzo, de Entidades Locales de Castilla-La Mancha.

Ley 2/1991, de 14 de marzo, de coordinación de Diputaciones de Castilla-La Mancha.

Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León.

Ley 7/2018, de 14 de diciembre, por el que se regula la Conferencia de Titulares de Alcaldías y Presidencias de Diputación, el estatuto de los miembros de las entidades locales y la información en los Plenos de Castilla y León.

Ley 7/2013, de 27 de septiembre, de Ordenación, Servicios y Gobierno del Territorio de la Comunidad de Castilla y León.

Decreto 30/2015, de 30 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Mancomunidades de interés general de Castilla y León.

Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña.

Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona.

Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de Barcelona.

Decreto 244/2007, de 6 de noviembre, por el que se regula la constitución y la demarcación territorial de los municipios, de las entidades descentralizadas y de las mancomunidades de Cataluña.

Decreto Legislativo 4/2003, de 4 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Organización Comarcal de Cataluña.

Decreto 299/2011, de 22 de marzo, sobre elección de los miembros de los consejos comarcales de Cataluña.

Ley 30/2010, de 3 de agosto, de veguerías.

Ley 1/2015, de 5 de febrero, de régimen especial de Arán.

Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura.

Ley 17/2010, de 22 de diciembre, de mancomunidades y entidades locales menores de Extremadura.

Ley 5/1990, de 30 de noviembre, de relaciones interadministrativas entre las Diputaciones Provinciales de Badajoz y Cáceres y la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Ley 5/1997, de 22 de julio, de Administración Local de Galicia.

Ley 4/2012, de 12 de abril, del Área Metropolitana de Vigo.

Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la Comunidad de Madrid.

Ley 6/1988, de 25 de agosto, de Régimen Local de la Región de Murcia.

Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración Local de Navarra.

Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi.

Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava.

Norma Foral 6/2005, de 12 de julio, sobre Organización Institucional, Gobierno y Administración del Territorio Histórico de Gipuzkoa.

Norma Foral 3/1987, de 13 de febrero, sobre Elección, Organización, Régimen y Funcionamiento de las Instituciones Forales del Territorio Histórico de Bizkaia.

Ley 1/2003, de 3 de marzo, de la Administración Local de La Rioja.

Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen Local de Valencia.

Ley 21/2018, de 16 de octubre, de mancomunidades de la Comunidad Valenciana.

Ley 2/1983, de 4 de octubre, por la que se declaran de interés general para la Comunidad Valenciana determinadas funciones propias de las Diputaciones Provinciales.

Jurisprudencia

STC 385/1993, de fecha 23 de diciembre, recurso 826/1983. (LA LEY 2462-TC/1994)

STC 84/1992, de fecha 23 de diciembre, recurso 108/1982. (LA LEY 120-TC/1983)

STC 135/1992, de fecha 5 de octubre, recurso 800/1985. (LA LEY 1998-TC/1992)

STC 25/1983, de fecha 7 de abril, recurso 223/1981. (LA LEY 145-TC/1983)

STC 32/1981, de fecha 28 de julio, recurso 40/1981. (LA LEY 223/1981)








1 Diseño normativo


 Constitución de 1978 es el punto de partida en la configuración del nuevo Régimen Local español —dedica el Capítulo II, artículos 140 a 142, del Título VIII, relativo a la Organización Territorial del Estado, a la Administración local—. A ella habremos de acercarnos para entender la materia analizada. En opinión de García de Enterría, (1)  dicha norma es la primera de las que integran el Ordenamiento jurídico español, la norma fundamental, la lex superior: «Por varias razones. Primero, porque la Constitución define el sistema de fuentes formales del Derecho, de modo que sólo por dictarse conforme a lo dispuesto por la Constitución (órgano legislativo por ella diseñado, su composición, competencia y procedimiento) una Ley será válida o un Reglamento vinculante; en este sentido es la primera de las "normas de producción", la norma normarun, la fuente de las fuentes. Segundo, porque en la medida en que la Constitución es la expresión de una intención fundacional, configuradora de un sistema entero que en ella se basa, tiene una pretensión de permanencia... o duración..., lo que parece asegurarla una superioridad sobre las normas ordinarias carentes de una intención total tan relevante y limitadas a objetivos mucho más concretos, todos singulares dentro del marco globalizador y estructural que la Constitución ha establecido».

El Estado de las Autonomías que dicha Norma Suprema diseña supuso la ruptura total y absoluta con el régimen precedente, basado en la total centralización administrativa y la completa uniformización legislativa en materia de administración territorial, pasando de un Estado unitario centralizado a otro unitario plenamente descentralizado. La función legislativa en España deja de ser monopolio exclusivo de las Cortes Generales, dado que las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas también la ejercen, si bien, como inmediatamente veremos, corresponde al Estado la fijación de «criterios» y «principios básicos» de general aplicación a todo el territorio en materia de Régimen Local, y a las Comunidades Autónomas el desarrollo de estos.

No hay que olvidar que las Cortes Generales son, en su condición de órgano máximo de representación del pueblo español, la mejor expresión de la unidad del Estado, siendo de tener en cuenta a este particular las determinaciones del artículo 2 de la Constitución, en el que se señala que la misma «... se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles...», colocándose aquellas, por tanto, en una posición de supremacía sobre las Asambleas de las Comunidades Autónomas, a las que no les está reservada esa función preeminente. Queda patentizada esa posición de supremacía en los artículos 148 y 149 de dicha Norma Suprema, sobre reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

Es precisamente en estos artículos donde aparece reflejado el carácter bifronte del Régimen Local, es decir el sistema de reparto competencial entre ambos en la indicada materia. Este sistema dual de fuentes normativas introduce mayor complejidad en dicho Régimen pero también una gran riqueza; permite la diversidad dentro de la unidad. Se atribuye al Estado, con carácter exclusivo, determinadas competencias —las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios, el procedimiento administrativo común, la legislación sobre expropiación forzosa, la legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas—, pudiendo las Comunidades Autónomas asumir, a través de sus Estatutos, las competencias no atribuidas al anterior por dicha norma, y especialmente las funciones que le correspondan sobre Corporaciones locales y cuya transferencia autorice la legislación sobre Régimen Local.

El Tribunal Constitucional, en Sentencia 84/1992, de fecha 23 de diciembre, recurso 108/1982 (LA LEY 120-TC/1983), Fundamento Jurídico cuarto, señala que «... el régimen jurídico de las Corporaciones Locales, aun en aquellas Comunidades que... asumen el máximo de competencias al respecto, es siempre el resultado de la actividad concurrentes del Estado... y de las Comunidades Autónomas», hablando por ello el mismo del «carácter bifronte» del Régimen Local en el Estado de las Autonomías. Ese carácter bifronte quedó también reseñado en otra Sentencia anterior de ese Alto Tribunal 32/1981, de fecha 28 de julio, recurso 40/1981 (LA LEY 223/1981), Fundamento Jurídico quinto, al determinar: «... la fijación de estas condiciones básicas no puede implicar en ningún caso el establecimiento de un régimen uniforme para todas las entidades locales de todo el Estado, sino que debe permitir opciones diversas, ya que la potestad normativa de las Comunidades Autónomas no es en estos supuestos de carácter reglamentario. En el respeto de esas condiciones básicas, por tanto, las Comunidades Autónomas podrán legislar libremente...».

Dicha Sentencia de 28 de julio de 1981 y otra del mismo Tribunal 25/1983, de fecha 7 de abril, recurso 223/1981 (LA LEY 145-TC/1983), precisan lo que debe entenderse por «bases». Esta última señala, en su Fundamento Jurídico cuarto: «Por "principios", "bases" y "directrices" hay que entender los criterios generales de regulación de un sector del ordenamiento jurídico o de una materia jurídica, que deben ser comunes a todo el Estado. Por ello, la mencionada idea posee un sentido positivo y otro negativo: el sentido positivo manifiesta los objetivos, fines y orientaciones generales para todo el Estado, exigidos por la unidad del mismo y por la igualdad sustancial de todos sus miembros; el sentido negativo, por la misma razón, constituye el límite dentro del cual tienen que moverse los órganos de las Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus competencias cuando, aun definiéndose éstas como exclusivas, la Constitución y el Estatuto las dejan así limitadas». Sobre la permanencia temporal de las bases, el citado Tribunal en Sentencia 135/1992, de fecha 5 de octubre, recurso 800/1985 (LA LEY 1998-TC/1992), declara en su Fundamento Jurídico segundo: «Las bases, por su propia esencia, tienen vocación de estabilidad, pero en ningún caso son inamovibles ni puede predicarse de ellas la petrificación, incompatible... con el talante evolutivo del derecho...».

Por último, y en cuanto al órgano con potestad para calificar el carácter básico de tales normas, la STC 385/1993, de fecha 23 de diciembre, recurso 826/1983 (LA LEY 2462-TC/1994), señala en su Fundamento Jurídico tercero: «... en el esquema constitucional de la distribución territorial de competencias, una de las adjudicadas al Estado con carácter exclusivo tiene por objeto las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y, entre ellas, por tanto, de la local. Estas bases han de ser en principio normas legales, orgánicas rara vez y ordinarias en su mayor parte, pero también —si necesario fuere— reglamentarias, en el uso de la potestad que al Gobierno de la Nación otorga el artículo 97 de la Constitución... En consecuencia, parece correcto concluir que tanto sobre el legislativo como sobre el ejecutivo recae la carga, no una mera posibilidad sino deber, de calificar expresamente las normas que, a su parecer, tengan carácter básico como exigencia del principio de seguridad jurídica».

Pues bien, la norma a cuyo análisis aquí nos enfrentamos, «las Bases Reguladoras del Régimen Local», tiene el carácter, como de su propio título se infiere, de legislación básica. Respecto a las concretas materias a regular por la misma, a las que es dable la conceptualización de «básicas» en el marco del artículo 149.1.18ª de la CE, son de reseñar las que a título meramente enunciativo, sin ánimo de cerrar su completo abanico, reseña el Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local: (2) 


	
–  Determinación del quorum y mayorías precisas para adoptar acuerdos por parte de los órganos de gobierno —SSTC 33/1993, FJ 3º (LA LEY 2087-TC/1993), y 331/1993, FJ 4º A) (LA LEY 2283-TC/1993)—.

	
–  Sistema de controles de legalidad —entre otras, SSTC 27/1987, FJ 2º (LA LEY 1252/1987), 213/1988, FJ 2º (LA LEY 1165-TC/1989), 46/1992, FJ 2º (LA LEY 5675/1992), y 11/1999, FJ 2º (LA LEY 2944/1999)—.

	
–  Impugnación de actos y acuerdos de las Entidades locales por parte del Estado y de las Comunidades Autónomas —STC 331/1993, FJ 4º C) (LA LEY 2283-TC/1993)—.

	
–  Relaciones interadministrativas, previendo, por ejemplo, fórmulas de coordinación entre las diferentes Administraciones y la delegación de funciones a las Entidades locales —entre otras, SSTC 76/1983, FJ 18º (LA LEY 8078-JF/0000), y 27/1987, FJ 2º (LA LEY 1252/1987)—.

	
–  Demarcaciones supramunicipales —STC 179/1985, FJ 2º (LA LEY 511-TC/1986)—.

	
–  Fijación de los requisitos que han de satisfacerse para la creación de municipios —STC 214/1989, FJ 8º (LA LEY 130664-NS/0000)—.

	
–  Régimen de incompatibilidades de los miembros de las Entidades locales —STC 331/1983, FJ 4º B (LA LEY 2283-TC/1993)—.

	
–  Denominación y capitalidad de las provincias —STC 385/1993, FJ 4º (LA LEY 2462-TC/1994)—.








	 (1) 

	GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNEZ, Tomás-Ramón, Curso de Derecho Administrativo (volumen I), Editorial Civitas, S.A, Madrid 1990, pág. 98.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Elaborado por Comisión constituida conforme a Orden APU/2648/2004, de 27 de junio. Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local, Ministerio de Administraciones Públicas, Madrid 2005, pág. 30.


	 Ver Texto 









2 Régimen jurídico local


 Sentado lo anterior, es preciso ahora hacer reseña de las normas, tanto estatales como autonómicas, que estructuran, en sus aspectos más fundamentales, y que serán objeto de análisis en este primer bloque de materias, el Régimen Local español:


	
–  Constitución.	
•  Título VIII. Constitución española de 1978.




	
–  Estatutos de Autonomía.
	
•  Título III de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

	
•  Título VI de la Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón.

	
•  Arts. 2 y 6 de la Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para Asturias.

	
•  Capítulos IV y V de la Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears.

	
•  Título III de la Ley Orgánica 1/2018, de 5 de noviembre, de reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias.

	
•  Art. 2 de la Ley Orgánica 8/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para Cantabria.

	
•  Art. 2 de la Ley Orgánica 9/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha.

	
•  Título III de la Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León.

	
•  Capítulo VI del Título II de la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña.

	
•  Título IV de la Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

	
•  Art. 2 de la Ley 1/1981, de 6 de abril, del Estatuto de Autonomía de Galicia.

	
•  Arts. 3 y 6 de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid.

	
•  Art. 3 de la Ley Orgánica 4/1982, 9 de junio, de Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia.

	
•  Art. 4 y Título I de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de reintegración y amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

	
•  Arts. 2, 3 y 4. Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco.

	
•  Arts. 2 y 5 de la Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomía de La Rioja.

	
•  Título VIII de la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana.

	
•  Ley Orgánica 1/1995, de 13 de marzo, del Estatuto de Autonomía de Ceuta.

	
•  Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, del Estatuto de Autonomía de Melilla.





	
–  Normativa estatal sobre Régimen Local.
	
•  Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.Como su propio nombre indica, determina las bases, en los términos con anterioridad expuestos, del Régimen Local español, correspondiendo a las Comunidades Autónomas, con respeto de esas condiciones básicas, el desarrollo normativo. Regula aspectos tan importantes como las entidades que integran la Administración local, sus potestades, competencias y régimen organizativo, el estatuto de sus miembros, el personal al servicio de las mismas…, dejando, como decimos, al otro gran centro de producción normativa, el de las Comunidades Autónomas, la adaptación a su ámbito territorial del diseño previsto en el misma. Es, en definitiva, el marco común normativo de nuestro Régimen Local.



	
•  Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.Contiene el actual modelo de la Hacienda Local, que se llevó a cabo por la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, al derogar las determinaciones establecidas en el Título VIII y otras disposiciones transitorias y finales del TRRL, relativas a la indicada materia. La Exposición de Motivos de dicha Ley nos revela algunas referencias de interés. En el apartado segundo se indican sus dos notas caracterizadoras. «la primera de ellas, de carácter formal, está constituida por la atribución a la misma del carácter de complementaria respecto de la Ley 7/1985; la segunda, de carácter material, está constituida por la ordenación de un sistema financiero encaminado a la efectiva realización de los principios de autonomía y suficiencia financiera». Más adelante, en el apartado tercero, se señalan los dos mecanismos previstos en el texto constitucional con los que se pretende superar la tradicional insuficiencia financiera del sector local: «… tributos y participación en los tributos del Estado, así como la oportunidad de modernizar y racionalizar el aprovechamiento de la materia imponible reservada a la acción tributaria local, han sido los criterios inspiradores del nuevo sistema contenido en dicha Ley».



	
•  Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.

	
•  Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

	
•  Real Decreto 1960/1986, de 11 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales.

	
•  Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid.

	
•  Ley 1/2006, de 13 de marzo, por la que se regula el Régimen Especial del municipio de Barcelona.

	
•  Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de reintegración y amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.





	
–  Normativa autonómica sobre Régimen Local.
	
•  Andalucía: 
	
▪  Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.

	
▪  Decreto 156/2021, de 4 de mayo, por el que se regulan las Entidades Locales Autónomas de Andalucía.





	
•  Aragón:
	
▪  Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón.

	
▪  Decreto 346/2002, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Territorio y Población de las Entidades Locales de Aragón.

	
▪  Decreto Legislativo 1/2006, de 27 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Comarcalización de Aragón.





	
•  Principado de Asturias:
	
▪  Ley 3/1996, de 15 de mayo, por el que se regula el procedimiento de creación de comarcas en el Principado de Asturias.

	
▪  Ley 11/1986, de 20 de noviembre, por la que se reconoce la personalidad jurídica de la Parroquia Rural del Principado de Asturias.





	
•  Baleares:
	
▪  Ley 20/2006, de 15 de diciembre, Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears.

	
▪  Ley 8/2000, de 27 de octubre, de Consejos Insulares.





	
•  Canarias:
	
▪  Ley 7/2015, de 1 de abril, de los municipios de Canarias.

	
▪  Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares.





	
•  Cantabria:
	
▪  Ley 8/1999, de 28 de abril, de Comarcas de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

	
▪  Ley 6/1994, de 19 de mayo, reguladora de las Entidades Locales Menores de la Comunidad Autónoma de Cantabria.





	
•  Castilla-La Mancha:
	
▪  Ley 3/1991, de 14 de marzo, de Entidades Locales de Castilla-La Mancha.

	
▪  Ley 2/1991, de 14 de marzo, de coordinación de Diputaciones de Castilla-La Mancha.





	
•  Castilla y León:
	
▪  Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León.

	
▪  Ley 7/2018, de 14 de diciembre, por el que se regula la Conferencia de Titulares de Alcaldías y Presidencias de Diputación, el estatuto de los miembros de las entidades locales y la información en los Plenos de Castilla y León.

	
▪  Ley 7/2013, de 27 de septiembre, de Ordenación, Servicios y Gobierno del Territorio de la Comunidad de Castilla y León.

	
▪  Decreto 30/2015, de 30 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Mancomunidades de interés general.





	
•  Cataluña:
	
▪  Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña.

	
▪  Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona.

	
▪  Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de Barcelona.

	
▪  Decreto 244/2007, de 6 de noviembre, por el que se regula la constitución y la demarcación territorial de los municipios, de las entidades descentralizadas y de las mancomunidades de Cataluña.

	
▪  Decreto Legislativo 4/2003, de 4 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Organización Comarcal de Cataluña.

	
▪  Decreto 299/2011, de 22 de marzo, sobre elección de los miembros de los consejos comarcales.

	
▪  Ley 30/2010, de 3 de agosto, de veguerías.

	
▪  Ley 1/2015, de 5 de febrero, de régimen especial de Arán.Es este, el catalán, el bloque normativo autonómico más completo y ambicioso, en cuanto regula, con detalle y rigor, todos los entes territoriales e institucionales, llegando incluso a extender la organización comarcal a todo su territorio, sin excluir a ningún municipio de la misma.







	
•  Extremadura:
	
▪  Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura.

	
▪  Ley 17/2010, de 22 de diciembre, de mancomunidades y entidades locales menores de Extremadura.

	
▪  Ley 5/1990, de 30 de noviembre, de relaciones interadministrativas entre las Diputaciones Provinciales de Badajoz y Cáceres y la Comunidad Autónoma de Extremadura.





	
•  Galicia:
	
▪  Ley 5/1997, de 22 de julio, de Administración Local de Galicia.

	
▪  Ley 4/2012, de 12 de abril, del Área Metropolitana de Vigo.





	
•  Madrid:	
▪  Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la Comunidad de Madrid.




	
•  Murcia:	
▪  Ley 6/1988, de 25 de agosto, de Régimen Local de la Región de Murcia.




	
•  Navarra:	
▪  Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración Local de Navarra.




	
•  País Vasco:
	
▪  Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi.

	
▪  Norma Foral 52/1992, de 18 de diciembre, de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de la Diputación Foral de Álava.

	
▪  Norma Foral 6/2005, de 12 de julio, sobre Organización Institucional, Gobierno y Administración del Territorio Histórico de Gipuzkoa.

	
▪  Norma Foral 3/1987, de 13 de febrero, sobre Elección, Organización, Régimen y Funcionamiento de las Instituciones Forales del Territorio Histórico de Bizkaia.





	
•  La Rioja:	
▪  Ley 1/2003, de 3 de marzo, de la Administración Local de La Rioja.




	
•  Comunidad Valenciana:
	
▪  Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen Local de Valencia.

	
▪  Ley 21/2018, de 16 de octubre, de mancomunidades de la Comunitat Valenciana.

	
▪  Ley 2/1983, de 4 de octubre, por la que se declaran de interés general para la Comunidad Valenciana determinadas funciones propias de las Diputaciones Provinciales.











DE UN VISTAZO El Régimen Local español lo conforma un conjunto de disposiciones legales, con origen en diferentes centros de producción normativa, que lo hacen complejo y rico a la vez, teniendo como resultado la emergencia de un régimen diverso dentro de la unidad del Estado.









Capítulo II Las entidades locales





 Documentación relacionada


 Legislación constitucional

Arts. 140 y 141 de la Constitución española de 1978.

Legislación estatal

•  Sobre régimen local

Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.

Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales.

Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

Disposiciones transitorias cuarta, quinta y undécima de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local.

Orden HFP/1904/2016, de 29 de noviembre, por la que se aprueban las normas contables de los fondos para la liquidación de activos y pasivos previstos en el artículo 13.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.

Legislación autonómica

•  Sobre régimen local

Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.

Decreto 156/2021, de 4 de mayo, por el que se regulan las Entidades Locales Autónomas de Andalucía.

Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón.

Decreto 346/2002, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Territorio y Población de las Entidades Locales de Aragón.

Decreto Legislativo 1/2006, de 27 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Comarcalización de Aragón.

Ley 11/1986, de 20 de noviembre, por la que se reconoce la personalidad jurídica de la Parroquia Rural del Principado de Asturias

Ley 3/1986, de 15 de mayo, por el que se regula el procedimiento de creación de comarcas en el Principado de Asturias.

Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las Illes Balears.

Ley 8/2000, de 27 de octubre, de Consejos Insulares.

Ley 7/2015, de 1 de abril, de los municipios de Canarias.

Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares.

Ley 6/1994, de 19 de mayo, reguladora de las Entidades Locales Menores de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

Ley 8/1999, de 28 de abril, de Comarcas de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

Ley 3/1991, de 14 de marzo, de Entidades Locales de Castilla-La Mancha.

Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León.

Ley 7/2013, de 27 de septiembre, de Ordenación, Servicios y Gobierno del Territorio de la Comunidad de Castilla y León.

Decreto 30/2015, de 30 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Mancomunidades de interés general de Castilla y León.

Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña.

Decreto Legislativo 4/2003, de 4 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Organización Comarcal de Cataluña.

Decreto 299/2011, de 22 de marzo, sobre elección de los consejos comarcales de Cataluña.

Decreto 244/2007, de 6 de noviembre, por el que se regula la constitución y la demarcación territorial de los municipios, de las entidades descentralizadas y de las mancomunidades de Cataluña.

Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de Barcelona.

Ley 30/2010, de 3 de agosto, de veguerías.

Ley 1/2015, de 5 de febrero, de régimen especial de Arán.

Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura..

Ley 17/2010, de 22 de diciembre, de mancomunidades y entidades locales menores de Extremadura.

Ley 5/1997, de 22 de julio, de Administración Local de Galicia.

Ley 4/2012, de 12 de abril, del Área Metropolitana de Vigo.

Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la Comunidad de Madrid. Ley 6/1998, de 25 de agosto, de Régimen Local de la Región de Murcia.

Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra.

Ley 2/2016, de 7 de abril, de instituciones Locales de Euskadi.

Ley 1/2003, de 3 de marzo, de la Administración Local de La Rioja.

Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen Local de Valencia.

Ley 21/2018, de 16 de octubre, de mancomunidades de la Comunitat Valenciana.

Jurisprudencia

STS de 22 de septiembre de 2011, recurso 282/2010. (LA LEY 186662/2011)

Doctrina de interés

Corporaciones locales. (LA LEY 2019/2008)

Administración local. (LA LEY 1349/2008)








1 Clases de Entidades locales


 Del artículo 3 de la LRBRL, en su redacción dada por la LRSAL, resultan dos clases de Entidades locales:


	
–  Territoriales: el municipio, la provincia y la isla en los archipiélagos balear y canario.

	
–  No territoriales o Institucionales: las comarcas u otras entidades que agrupen a varios municipios instituidas por las Comunidades Autónomas, las áreas metropolitanas y las mancomunidades.



Coinciden las primeras con las entidades constitucionalmente garantizadas, reguladas, de un lado, por la mencionada LRBRL y su normativa de reglamentaria de desarrollo y, de otro, por la legislación dictada por las Comunidades Autónomas en el marco de dicha legislación básica. Las segundas vienen reguladas, además de por las previsiones de la LRBRL, por los Estatutos de Autonomía y las Leyes de las Comunidades Autónomas.

En cuanto se refiere a la competencia para la creación, modificación o supresión de este último grupo de entidades, la STC 214/1989, de 21 de diciembre, recurso 610/1985 (LA LEY 130664-NS/0000), señala en su Fundamento Jurídico cuarto que «... entran en cuanto a su propia existencia en el ámbito de disponibilidad de las Comunidades Autónomas que dispongan de la correspondiente competencia... Se trata, en consecuencia, de unas Entidades con un fuerte grado de "interiorización" autonómica, por lo que, en la determinación de sus niveles competenciales, el Estado no puede sino quedar al margen. Corresponde, pues, en exclusiva a las Comunidades Autónomas determinar y fijar las competencias de las Entidades locales que procedan a crear en sus respectivos ámbitos territoriales».

Pero no puede quedar aquí agotada la cuestión, con la mera reseña de las clases de Entidades locales, sino que hemos de aludir también a una cuestión muy importante, a la autonomía reconocida a las mismas. Según el artículo 137 de la CE, el Estado se organiza territorialmente en municipios, provincias y Comunidades Autónomas, gozando las referidas entidades de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses. Por su parte, los artículos 141.1 y 141.2 y 4 reiteran, respectivamente, la tenencia de autonomía de los municipios, provincias e islas.

El texto constitucional resultó en este campo excesivamente parco. Se limitó a reconocer autonomía a dichos entes locales, pero sin fijar su alcance ni contenido. Es por ello por lo que la doctrina intentó dar una definición de la misma, siendo esta coincidente al señalar lo que debe entenderse por tal: la capacidad de los entes locales para gestionar los asuntos que a ellos les incumben.

La doctrina del Tribunal Constitucional también contribuyó a la clarificación del asunto. Fijó muy pronto el significado y alcance del concepto de autonomía. Son de obligada reseña las Sentencias 4/1981, de 2 de febrero, 32/1981, de 28 de julio y 27/1987, de 27 de febrero, de dicho Alto Tribunal, de cuyo contenido podemos extraer varias ideas:


	
–  Que la Constitución prefigura una distribución vertical del poder público entre entidades de distinto nivel que son fundamentalmente el Estado, titular de la soberanía, las Comunidades Autónomas, caracterizadas por su autonomía política, y las provincias y municipios, dotadas de autonomía administrativa de distinto ámbito.

	
–  Que, en ningún caso, el principio de autonomía puede oponerse al de unidad, sino que es precisamente dentro de este donde alcanza su verdadero sentido.

	
–  Que la autonomía es un concepto jurídico indeterminado que ofrece un amplio margen de apreciación.

	
–  Que la misma debe ser entendida como un derecho de la comunidad local a participar en el gobierno y administración de cuantos asuntos le atañen, es decir a la «gestión de sus respectivos intereses».

	
–  Que es la Ley, en definitiva, la que concreta, de acuerdo con la Constitución, el principio de autonomía de cada tipo de entes.

	
–  Que la concreción por el legislador ordinario de la autonomía local debe hacerse sin otro límite que el reducto indisponible o núcleo esencial de la institución que la Constitución garantiza.

	
–  Que el principio de autonomía es compatible con la existencia de un control de legalidad por parte de la Administración del Estado —o en su caso de las Comunidades Autónomas—, sobre el ejercicio de las competencias de los entes locales, como consecuencia del principio de unidad y de supremacía del interés de la nación.



Hemos de resaltar que la autonomía reconocida a los entes locales en el expresado artículo 137 de la CE es meramente administrativa y de gestión. A este respecto, la antedicha STC 32/1981, de 28 de julio (LA LEY 223/1981), señala en su Fundamento de Derecho tercero: «En efecto, la Constitución prefigura, como antes decíamos, una distribución vertical del poder público entre entidades de distinto nivel que son fundamentalmente el Estado, titular de la soberanía, las Comunidades Autónomas, caracterizadas por su autonomía política, y las provincias y municipios, dotadas de autonomía administrativa de distinto ámbito. Prescindiendo ahora de otras consideraciones, es lo cierto que si el poder público ha de distribuirse entre más entes que los anteriormente existentes, cada uno de éstos ha de ver restringida lógicamente parte de la esfera de dicho poder que tenía atribuida. En definitiva, hay que efectuar una redistribución de competencias en función del respectivo interés entre las diversas entidades, para que el modelo de Estado configurado por la Constitución tenga efectividad práctica». La autonomía administrativa reconocida a los entes locales es diferente de la autonomía que el artículo 2 de la Constitución reconoce a las Comunidades Autónomas, por cuanto estas son titulares de potestades legislativas ordinarias, y están exentas de cualquier interferencia de la Administración del Estado, sin perjuicio de los mecanismos de control configurados por la propia Constitución.

Entrena Cuesta (1)  ha definido el concepto de autonomía como equivalente a «... capacidad de autodeterminación en el ejercicio de las competencias atribuidas como exclusivas; sin necesidad, por tanto, de que los actos que dictan en tales supuestos sean completados con los de otros sujetos superiores». Advierte, no obstante, como ha subrayado la STC de 2 de febrero de 1981, que «... la autonomía tiene un carácter limitado, en cuanto que se atribuye a los entes locales... para la gestión de sus respectivos intereses». Continúa señalando Entrena Cuesta que «... la Constitución, que proclama el principio de autonomía local, no ha cuidado en otorgarle una garantía concreta. Puesto que, a diferencia del sistema seguido para las Comunidades Autónomas, no se reserva a los entes locales un ámbito específico de competencias». No es de extrañar, por ello, que dicha Sentencia señale que «... la autonomía es un concepto jurídico indeterminado que ofrece un margen de apreciación muy amplia», y añada que «es la Ley, en definitiva, la que concreta el principio de autonomía en cada tipo de entes, de acuerdo con la Constitución».

Sobre lo que debe entenderse por autonomía local, el artículo 3.1 de la Carta Europea de Autonomía Local, señala que es el derecho y la capacidad efectiva de las Entidades locales de gestionar una parte importante de los asuntos públicos, en el marco de la ley, bajo su propia responsabilidad y en beneficio de sus habitantes. En otras palabras, esta autonomía no es más que la facultad de intervención en aquellos asuntos públicos para los que se les atribuyen competencias. Este es el concepto que, en lo sustancial, viene contenido en la LRBRL (arts. 1 y 2).

La Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, realiza un importante esfuerzo clarificador en la materia. Tras señalar en el apartado primero de su artículo 4 que los municipios y provincias gozan de autonomía para la ordenación y gestión de los asuntos de interés público en el marco de las leyes, indica en el apartado siguiente lo que incluye la misma. Según este comprende, en todo caso, la ordenación de los intereses públicos en el ámbito propio de municipios y provincias, organización y gestión de sus propios órganos de gobierno y administración, la organización y ordenación de su propio territorio, la regulación y prestación de los servicios locales, la iniciativa económica, la gestión del personal a su servicio y de su patrimonio, y la recaudación, administración y destino de los recursos de sus haciendas.

Pero el Ordenamiento jurídico no se limita exclusivamente a reconocer a los entes locales autonomía para la gestión de sus intereses, sino que establece mecanismos de defensa de la misma. Los artículos 75 bis. y siguientes de la LOTC son el máximo exponente. Conforme a las previsiones en ellos contenidas, los municipios o provincias podrán plantear ante el Tribunal Constitucional conflictos en defensa de la autonomía constitucionalmente garantizada, por la lesión que en esta puedan sufrir por leyes del Estado o Comunidades Autónomas. La Sentencia que dicho Alto Tribunal dicte declarará si existe o no vulneración de dicha autonomía, determinando, según proceda, la titularidad o atribución de la competencia controvertida, y resolverá, en su caso, lo que procediere sobre las situaciones de hecho o de derecho creadas por la lesión de la misma.





	 (1) 

	ENTRENA CUESTA, Rafael, Curso de Derecho Administrativo (volumen II), Editorial Tecnos, S.A., Madrid 1984, págs. 201 a 203.
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2 Las entidades locales constitucionalmente garantizadas y otras vinculadas o conexas a ellas


 1.  El municipio


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Jurisprudencia


	 STS 1025/2020 de 16 de julio, recurso 3706/2018. (LA LEY 75735/2020)

	 STSJ de Madrid 607/2019, de 20 de septiembre, recurso 800/2017. (LA LEY 148625/2017)

	 STC 108/2017, de 21 de septiembre, recurso 1401/2016. (LA LEY 136520/2017)

	 STS de fecha 15 de febrero de 2011, recurso 6465/2008. (LA LEY 2246/2011)

	 STSJ de Castilla y León de Valladolid 326/2007, de 23 de febrero, recurso 735/2002. (LA LEY 22697/2007)

	 STSJ de Madrid 112/2007, de 23 de enero, recurso 1366/2003. (LA LEY 7149/2007)

	 STS de 23 de enero de 2007, recurso 632/2003. (LA LEY 2470/2007)

	 STS de fecha 5 de octubre de 2000, recurso 3717/1993, recurso 3717/1993. (LA LEY 897/2001)



Órganos administrativos

	 Resolución del Tribunal Administrativo de Navarra 05403/2013, de 4 de septiembre, recurso 13-00917/2013. (LA LEY 144063/2013)


Consultas


	 Competencia para la revisión de oficio de licencias en supuestos de segregación de municipios. (LA LEY 3171/2019)

	 Los municipios creados por segregación se regirán y administrarán, provisionalmente, por una Comisión Gestora. (LA LEY 1776/2019)

	 Competencias de la comisión gestora se limitan a la administración ordinaria. (LA LEY 1989/2018)

	 Consulta popular. (LA LEY 1581/2017)

	 Viabilidad de formular consulta popular sectorial para la segregación de un municipio. (LA LEY 939/2017)



Doctrina de interés


	 Creación y supresión del municipio de Mendinyà: La STC 108/2017, de 21 de septiembre, y sus consecuencias. (LA LEY 15085/2018)

	 La reforma de la planta municipal; un debate que no cesa. (LA LEY 4857/2017)

	 Fusiones de Ayuntamientos. (LA LEY 4403/2014)

	 La fusión de Ayuntamientos en la Ley 27/2013, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local. (LA LEY 1152/2014)

	 Fusión de municipios. (LA LEY 2632/2008)

	 Agregación y segregación de municipios. (LA LEY 1383/2008)

	 Municipio. (LA LEY 3173/2008)

	 La singularidad del municipio-isla de Formentera en el panorama normativo español de ordenación territorial y de régimen local. (LA LEY 2754/2002)





1.1.  Consideraciones previas

Los municipios se sitúan, aunque solo sea por su amplio número, más de 8.000, a la cabeza de los entes locales, a quien se les reconoce el carácter de Administración pública —con los privilegios y potestades conferidos a esta—, y ello a pesar de que la mayoría de ellos no disponen de la base humana ni de los recursos necesarios para prestar los servicios y realizar las actividades que la propia Ley les encomienda. Son el ente local por excelencia, en el que descansa la organización de la vida local.

1.2.  Régimen jurídico

Hemos de estar aquí a lo previsto en la LRBRL y en sus reglamentos de desarrollo, especialmente RPDT y en el ROF, que regulan el municipio de manera amplia y precisa.

También la normativa autonómica sobre Régimen Local pone el acento en el municipio, refiriéndose alguna de ellas solo a dicha entidad local. Tal es el caso de la Leyes 7/2015, de 1 de abril, de los municipios de Canarias, y 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura.

1.3.  Concepto

La LRBRL define al municipio, en su artículo 1.1, como «… las Entidades básicas de la organización territorial del Estado y cauces inmediatos de participación ciudadana en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con autonomía los intereses propios de las correspondientes colectividades». Son, por tanto, de su interés todos los asuntos que afectan a las mismas; la resolución de estos se convierte en el eje de su acción.

1.4.  Naturaleza

Conforme al artículo 11.1 de dicha Ley básica, el municipio es la entidad local básica de la organización territorial del Estado. Tiene personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

1.5.  El territorio

En el Título II de la LRBRL se regulan los tres elementos de que se compone el municipio, el territorio, la población y la organización, aunque nos referiremos aquí al territorio, ya que la población, organización y competencias serán analizadas en los Capítulos V y VII de este primer bloque de materias, relativos, respectivamente, a competencias propias municipales y organización y funcionamiento local.

Según el artículo 13, la creación o supresión de municipios, así como la alteración de términos municipales, se regularán por la legislación de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin que la alteración de términos municipales pueda suponer, en ningún caso, modificación de los límites provinciales. Exige ahora su apartado segundo —en la redacción dada por la LRSAL—, para la creación de nuevos municipios, la existencia de núcleos de población territorialmente diferenciados de, al menos, 5.000 habitantes y siempre que los municipios resultantes sean financieramente sostenibles, cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias municipales y no suponga disminución en la calidad de los servicios que venían siendo prestados, con atribución a las Diputaciones, en colaboración con la Comunidad Autónoma, sobre la base de lo establecido en el apartado quinto dicho artículo, la coordinación y supervisión de la integración de los servicios resultantes de cualquier proceso de fusión. Sobre la necesidad de núcleos de población territorialmente diferenciados, la STS de fecha 15 de febrero de 2011, recurso 6465/2008 (LA LEY 2246/2011), desestima recurso de casación interpuesto contra STSJ de la Comunidad Valenciana, por la que se deniega la solicitud de segregación del Puerto de Sagunto del municipio de Sagunto, para constituir municipio independiente, por no constituir un núcleo de población territorialmente diferenciado. En cuanto a la exigencia del requisito mínimo poblacional para la emergencia de nuevos municipios, la STC 108/2017, de 21 de septiembre, recurso 1401/2016 (LA LEY 136520/2017), se muestra clara y contundente. Declara inconstitucional y nula la Ley 8/2015, de creación del municipio de Mendinyà, por vulnerar la misma el artículo 13.2 de la LRBRL, que exige un mínimo de 5.000 habitantes para crear nuevos municipios, teniendo tan solo el de Medinyà 866 habitantes. Más recientemente, la STS 1025/2020 de 16 de julio, recurso 3706/2018 (LA LEY 75735/2020), estima recurso de casación interpuesto contra STSJ del País Vasco que inadmitió recurso contencioso-administrativo contra el Decreto Foral 27/2016, de 20 de diciembre, de la Diputación Foral de Guipúzcoa, por el que se aprueba la segregación de Itsaso del municipio de Ezkio-Itsaso y su constitución como municipio independiente, anulando la Sentencia recurrida y el Decreto Foral impugnado, y ello por disponer el nuevo municipio segregado de una población de tan solo 158 habitantes. Se indica en la misma que «… el criterio sostenido por el decreto foral recurrido —criterio asumido por la sentencia recurrida—, vulnera el artículo 13 LBRL y la Disposición Adicional 2ª de la misma Ley por considerar que los requisitos establecidos para la creación de nuevos municipios en dicho art. 13 no son aplicables a los municipios vascos, lo que supone también sobrepasar las peculiaridades establecidas para el régimen foral en la Disposición Adicional 2ª de la LBRL y en la Disposición Adicional 1ª de la Ley 27/2013, ya que la primera de esas disposiciones establece un listado de especialidades que no pueden ser objeto de interpretación extensiva ni analógica. Por lo tanto, cuando los Territorios Históricos tengan competencia normativa y exclusiva en materia de demarcaciones municipales, eso les permite regular los requisitos y el procedimiento de creación de nuevos municipios, así como la segregación de los ya existentes, pero esa competencia normativa debe articularse en el marco de la legislación básica del Estado que vincula a todas las Administraciones públicas». Y por lo que se refiere a la disposición de recursos suficientes para el cumplimiento de las competencias municipales, la STS de fecha 5 de octubre de 2000, recurso 3717/1993, recurso 3717/1993 (LA LEY 897/2001), señala, en relación a la segregación del enclave de Los Montesinos para constituir municipio independiente de Almoradí que «… produce una injusta desproporción entre una y otra colectividad en cuanto al territorio tal como recoge la doctrina del Consejo de Estado de 1 Mar. 1990, que acarrearía al municipio de Almoradí graves dificultades económicas y de otra índole, produciendo un desequilibrio y una discriminación para los habitantes de Almoradí porque la alteración de términos municipales cuando pone en peligro la subsistencia del municipio del que se separa, vulnera principios constitucionales consagrados en los artículos 2º, 14, 31, 138, y 158 de nuestra Constitución…»

Pero la LRSAL fue todavía más lejos, al introducir también en dicho precepto medidas en orden a la fusión de municipios colindantes. Señala este que, sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas, el Estado, atendiendo a criterios geográficos, sociales, económicos y culturales, podrá establecer medidas que tiendan a fomentar la fusión de municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestión de los asuntos públicos locales. Aunque quizá la medida más relevante es la posibilidad de que los municipios colindantes dentro de la misma provincia puedan acordar la fusión mediante un convenio de fusión. Incluso se prevé en el mismo ciertas ventajas para incentivar la fusión. La voluntad del legislador para reducir el abultado número de municipios con escasa población choca siempre con el empeño municipal de preservar su identidad y el recelo de integración en otros núcleos de mayor tamaño, convirtiéndose la misma, como tantos otros aspectos de la reforma local de 2013, en un estrepitoso fracaso.

Tampoco parece que la previsión establecida en el artículo 116.bis de la LRBRL sea la solución a los problemas de la desmedida planta local, al preverse en el mismo, ante el incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, del objetivo de deuda pública o de la regla de gasto, que las Corporaciones locales incumplidoras formulen propuesta de fusión con un municipio colindante de la provincia. Es más un brindis al sol que una verdadera fórmula para reordenar la planta local; de hecho son pocos los Ayuntamientos, por no decir ninguno, que incorporan en sus planes económico-financieros esta propuesta de fusión.

También en el RPDT se acerca a la materia, regulando en el Capítulo I del Título I las alteraciones de términos municipales. Se señala, en su artículo 2, que estos podrán ser alterados por incorporación de uno o más municipios a otro u otros limítrofes, por fusión de dos o más municipios limítrofes, por segregación de parte del territorio de uno o varios municipios para constituir otro independiente, y por segregación de parte del territorio de un municipio para agregarla a otro limítrofe. Sobre estas cuestiones han existido numerosos pronunciamientos de los Tribunales de Justicia. Respecto a la segregación de parte de un municipio para constituir otro independiente, la STS de fecha 23 de enero de 2007, recurso 632/2003 (LA LEY 2470/2007), declara ser conforme a Derecho la alteración de términos municipales de Pinto y Fuenlabrada. En cuanto a la alteración de términos municipales la STSJ de Madrid 112/2007, de 23 de enero, recurso 1366/2003 (LA LEY 7149/2007), señala que las causas que motivan la producida entre los municipios de Coslada y Madrid están debidamente acreditadas. Por último, y en lo que atañe a la fusión de municipios, hacer referencia a la previsión establecida en el artículo 5 de dicha disposición reglamentaria, que determina que podrá realizarse cuando separadamente carezcan de recursos suficientes para atender los servicios mínimos exigidos por la Ley, cuando como consecuencia del desarrollo urbanístico se confundan sus núcleos urbanos, sin que constituyan solución de continuidad a este efecto los parques, jardines, paseos, avenidas, campos de deportes y zonas residenciales que pudieran existir entre aquéllos, y cuando existan notorios motivos de necesidad o conveniencia económica o administrativa.

Es, sin embargo, la normativa autonómica la que, en los términos que fija el artículo 13 de la LRBRL, prevalece, encontrando en la de Régimen Local permanentes reseñas a la materia analizada: Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía (arts. 92 a 99), Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón (arts. 7 a 19), Decreto 346/2002, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Territorio y Población de las Entidades Locales de Aragón (arts. 1 a 49), Ley 20/2006, de 15 de diciembre, Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears (arts. 11 a 16), Ley 7/2015, de 1 de abril, de los municipios de Canarias (arts. 13 a 16), Ley 3/1991, de 14 de marzo, de Entidades Locales de Castilla-La Mancha (arts. 2 a 23), Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León (arts. 9 a 19), Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña (arts. 11 a 25), Decreto 244/2007, de 6 de noviembre, por el que se regula la constitución y la demarcación territorial de los municipios, de las entidades descentralizadas y de las mancomunidades de Cataluña (arts. 1 a 38), Ley 5/1997, de 22 de julio, de Administración Local de Galicia (arts. 11 a 51), Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la Comunidad de Madrid (arts. 9 a 19), Ley 6/1998, de 25 de agosto, de Régimen Local de la Región de Murcia (arts. de 6 a 17), Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local de Navarra (arts. 11 a 20), Ley 1/2003, de 3 de marzo, de la Administración Local de La Rioja (art. de 8 a 20), y Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen Local de Valencia (arts. 5 a 18). Presta la misma especial atención al procedimiento para llevar a cabo las alteraciones de términos municipales, figurando entre ellos la aprobación municipal, el informe del Consejo Consultivo y aprobación por el Consejo de Gobierno respectivo. Los acuerdos municipales deberán adoptarse por el Pleno con voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación (art. 47.2.a y c de la LRBRL).

2.  Entidades locales de ámbito territorial inferior al municipio


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Jurisprudencia


	 STC 93/2017, de 6 de julio, recurso 2006/2014. (LA LEY 11095/2017)

	 TSJ de Andalucía de Granada 3391/2013, de 2 de diciembre, recurso 1109/2007. (LA LEY 247204/2013)



Consultas


	 Secretaría Eatim. (LA LEY 797/2019)

	 Funciones de secretaría e intervención en las Entidades de ámbito territorial inferior al municipio que gocen de personalidad jurídica y gocen de personalidad jurídica y tengan la condición de Entidad Local. (LA LEY 600/2019)

	 Régimen de Entidades Locales Menores. (LA LEY 2025/2018)

	 Potestades de las Entidades Locales Menores. (LA LEY 1800/2018)



Doctrina de interés


	 Desempeño de las funciones reservadas a Secretaría-Intervención en las Entidades Locales Menores de Castilla y León. (LA LEY 13641/2019)

	 Las entidades locales menores tras la LRSAL. (LA LEY 1154/2014)

	 El anteproyecto de régimen local español y sus consecuencias sobre las entidades locales de ámbito territorial inferior al municipio. (LA LEY 2836/2013)

	 Pedanía. (LA LEY 3398/2008)

	 Entidades locales menores. (LA LEY 3093/2008)



Expedientes

(Incluidos en El Consultor de los Ayuntamientos)

	 Disolución de Entidad Local Menor por falta de candidaturas.




2.1.  Consideraciones previas

Estrechamente vinculados con los municipios están las entidades de ámbito territorial inferior al municipio, razón que nos lleva aquí, con el fin de poner de manifiesto esa conexión, aun sin ser una entidad local constitucionalmente garantizada, a su tratamiento.

El territorio peninsular está salpicado de estas entidades, con una mayor presencia en las Comunidades de Castilla y León y Cantabria, hasta alcanzar un número próximo a las 4.000. Esta elevada cifra no las hace, sin embargo, más conocidas; el municipio del que dependen empaña su propia existencia y desdibuja su labor. Su desarrollo obedeció a la favorable disposición de los municipios que, al no ver amenazada la unidad municipal, aceptaron su existencia y el traspaso a las mismas de la administración de una parte de su territorio.

2.2.  Régimen jurídico

Su régimen jurídico está contenido en los artículos y disposiciones que seguidamente se indican: 


	
–  LRBRL: art. 116.bis.2 b).

	
–  LRSAL: disp. trans. cuarta y quinta.

	
–  TRRL: arts. 38 a 45.

	
–  RPDT: arts. 40 a 50.

	
–  ROF: arts. 142 a 145..

	
–  Y en los correspondientes preceptos de la normativa autonómica sobre Régimen Local..



Dichas entidades no figuran ahora relacionadas en el artículo 3 de la LRBRL, que recoge las que integran las Entidades locales no territoriales o institucionales, quedando sin contenido, al mismo tiempo, su artículo 45, relativo a su concreta regulación. En su lugar, la LRSAL las considera, en el nuevo artículo 24.bis que incorpora a la anterior, como forma de organización desconcentrada del municipio para la administración de núcleos de población separados, bajo su denominación tradicional de caseríos, parroquias, aldeas, barrios, anteiglesias, concejos, pedanías, lugares anejos y otros análogos, o aquella que establezcan las leyes. Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre Régimen Local regularán dichos entes, con observancia de las siguientes determinaciones: carecerán de personalidad jurídica y dependerán de un Ayuntamiento; y corresponderá indistintamente a la población interesada o al Ayuntamiento la iniciativa para su constitución, debiendo ser oído en todo caso este. Solo podrán crearse este tipo de entidades si resulta una opción más eficiente para la administración desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con lo previsto en la Ley de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

No obstante lo anterior, y conforme a lo determinado en las disposiciones transitoria cuarta y quinta de la LRSAL, mantienen su personalidad jurídica y la condición de entidad local aquellas entidades locales de ámbito territorial inferior al municipio que, a 31 de diciembre de 2014, hubieran presentado sus cuentas ante los organismos correspondientes del Estado y de la Comunidad Autónoma, así como aquellas otras que hubieran iniciado el procedimiento de constitución antes de 1 de enero de 2013. Sobre el mantenimiento de las mismas de tal condición, resulta de interés la STC 93/2017, de 6 de julio, recurso 2006/2014 (LA LEY 11095/2017). Señala esta, en relación a la citada disposición transitoria cuarta, que no incurre en la arbitrariedad que proscribe el artículo 9.3 de la CE, ya que responde al objetivo legítimo de incentivar a las entidades locales menores de ordenar, equilibrar y dar a conocer sus cuentas.

Deberá formularse, sin embargo, al amparo de lo establecido en el artículo 116.bis de la LRBRL, y ante el incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, del objetivo de deuda pública o de la regla de gasto, por las Corporaciones locales incumplidoras, propuesta de supresión de las entidades de ámbito territorial inferior al municipal que en el ejercicio presupuestario inmediato anterior, incumplan con el objetivo de estabilidad presupuestaria o con el objetivo de deuda pública o que el período medio de pago a proveedores supere en más de treinta días el plazo máximo previsto en la normativa de morosidad.

Podemos concluir de lo expuesto, que coexisten dos tipos diferentes de entidades de ámbito territorial inferior al municipio:

	
–  Las que conservan la condición de Entidades locales. Tienen personalidad jurídica y autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.


ATENCIÓN!!! La más reciente normativa autonómica, Decreto 156/2021, de 4 de mayo, por el que se regulan las Entidades Locales Autónomas de Andalucía, regula exclusivamente, en consonancia con las determinaciones de la LRBRL y LRSAL sobre dichas entidades, la modificación de su régimen jurídico y disolución, pero no su creación, ya que dicha Ley Básica no permite ya la emergencia de otras nuevas.


	
–  Las consideradas como órganos desconcentrados del municipio. Carecen de personalidad jurídica independiente del municipio.


De ello se deriva un distinto régimen jurídico, y como más importante el de la elección o designación de sus miembros. En las primeras, habrá de estar a lo dispuesto en el artículo 199.1 de la LOREG, que determina que el régimen electoral de los órganos de dichas entidades será el que establezcan las Leyes de las Comunidades Autónomas que las instituyan o reconozcan, que, en todo caso, deberán respetar lo dispuesto en la LRBRL; en su defecto, será el previsto en los números siguientes de dicho artículo. En las segundas, el que prevea o pueda prever al particular la legislación autonómica, que deberá de tener en cuenta siempre que se trata de un órgano desconcentrado del municipio.


ATENCIÓN!!! Las Comunidades Autónomas de País Vasco y Navarra no se ven afectadas por la reforma, en cuanto que las disposiciones adicionales segunda y tercera de la LRBRL preservan las peculiaridades históricas de sus territorios en materia de Entidades locales.

Sí se ven afectadas, por el contrario, el resto de Comunidades Autónomas, y más en particular el régimen jurídico determinado por ellas para dichas entidades, en tanto que deberán ahora tenerse en cuenta las previsiones resultantes de la LRSAL.



Nos referiremos en el presente apartado a las entidades que mantienen la condición de entidades locales, tratando más adelante, en el Capítulo VII de este bloque de materias, las consideradas como órganos desconcentrados del municipio (Véase epígrafe 1-25).

2.3.  Naturaleza

Consideradas en la precedente regulación como entes descentralizados del municipio, en el cual se integran, gozan de autonomía propia para la gestión de sus respectivos intereses, aunque dicha autonomía queda limitada por el municipio, por tal razón de pertenencia o integración en el mismo. Se trata, según alguna opinión autorizada de la doctrina, de submunicipios de aquellos a los que pertenecen, correspondiendo a ellos, en contraposición con los intereses generales que abarcan los municipios, la gestión de aquellos intereses específicos que les son propios.

La descentralización es radicalmente distinta a la desconcentración, entendiéndose por descentralización la distribución de competencias entre la Administración matriz y sus entes personificados dependientes, y por desconcentración la transferencia, a órganos administrativos dependientes no personificados, de la titularidad y el ejercicio de las competencias atribuidas.

2.4.  Organización y competencias

A tenor de lo dispuesto en el artículo 38 del TRRL, las competencias de dichas entidades son las siguientes: la construcción, conservación y reparación de fuentes, lavaderos y abrevaderos, la policía de caminos rurales, montes, fuentes y ríos, la limpieza de calles, la mera administración y conservación de su patrimonio, incluido el forestal, y la regulación del aprovechamiento de sus bienes comunales y la ejecución de obras y la prestación de servicios comprendidos en la competencia municipal y de exclusivo interés de la Entidad, cuando no esté a cargo del respectivo Municipio. A pesar de tales atribuciones, los acuerdos de la Junta o Asamblea Vecinal sobre disposiciones y operaciones de crédito y expropiación forzosa deben ser ratificados, conforme al artículo 41.2, por el Ayuntamiento respectivo.

Es, sin embargo, la legislación autonómica la que mejor detalla el régimen competencial. Un buen ejemplo es el Decreto 346/2002, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Territorio y Población de las Entidades Locales de Aragón, en cuyo artículo 86.1 se determinan las siguientes: administración y aprovechamiento de su patrimonio; prestación de servicios básicos y elementales que afecten directa y exclusivamente al núcleo de población diferenciado que le sirva de base, entendiéndose como tales: obras en calles y caminos rurales, policía urbana y rural, actividades en la vía pública, alumbrado público, agua potable, alcantarillado y tratamiento adecuado de aguas residuales, limpieza viaria, recogida de basuras, actividades culturales y sociales; y otorgamiento de licencias de obras, cuando el municipio cuente con planeamiento aprobado. Podrá también ejercer aquellas competencias que le sean delegadas por el municipio, en los términos que fije el acuerdo de delegación y previa aceptación de la misma. En Similares términos se pronuncian los artículos 123 y 8, respectivamente, de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Municipal de Andalucía, y Decreto 156/2021, de 4 de mayo, por el que se regulan las Entidades Locales Autónomas de Andalucía, que contienen, además de las competencias delegadas y transferidas, el siguiente catálogo de las propias: concesión de licencias de obras menores, pavimentación conservación y reparación de vías urbanas, alumbrado público, limpieza viaria, ferias y fiestas locales, abastos, servicios funerarios, abastecimiento de agua en baja, alcantarillado, recogida de residuos y control de alimentos. Pero quizá la más completa y desarrollada sea la Ley 17/2010, de 22 de diciembre, de mancomunidades y entidades locales menores de Extremadura. En su artículo 72 se describen las competencias que pueden asumir las mismas, que incluyen las más relevantes de las atribuidas al municipio, aunque referida lógicamente a su ámbito territorial. Por último, aludir a la Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen Local de la Comunitat Valenciana, por preverse también, en su artículo 59, además de sus competencias propias o delegadas, la adecuada garantía de prestación, en el territorio de la entidad local menor, de algunos de los servicios municipales, tales como seguridad, salubridad pública, defensa de los consumidores y usuarios, instalaciones culturales y deportivas... 

Su organización es muy sencilla. Se compone del Alcalde pedáneo y la Junta Vecinal, siendo elegido el primero de ellos conforme a lo establecido por la LOREG (art. 39 TRRL).

3.  La provincia


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Jurisprudencia


	 STC 31/2010, de 28 de junio, recurso 8045/2006. (LA LEY 93288/2020)

	 STC 48/2004, de 25 de marzo, recurso 3225/2004. (LA LEY 986/2004)



Órganos administrativos

	 Dictamen del Consejo de Estado 567/2013, de 26 de junio, sobre anteproyecto de Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local. (LA LEY 175/2013)


Doctrina de interés


	 La «cuestión provincial» en la Constitución Española. (LA LEY 1857/2016)

	 El nuevo papel de las Diputaciones provinciales. (LA LEY 4399/2014)

	 La heterogeneidad organizativa de los entes intermedios: la provincia y las nuevas veguerías tras el Estatuto de Autonomía de Cataluña. Una aproximación a las comarcas en Galicia. (LA LEY 13169/2011)

	 Provincia. (LA LEY 3689/2008)

	 Diputación provincial. (LA LEY 2319/2008)

	 La indeterminación actual de la provincia como entidad local. (LA LEY 1839/2006)





3.1.  Consideraciones previas

La provincia es el otro gran referente local. Su ya larga tradición hace de esta otro de los bastiones locales.

Por lo que se refiere a las Diputaciones, hemos de indicar que son todavía, a pesar de su gran arraigo y tradición histórica, una de las grandes desconocidas dentro del conjunto de las Administraciones. Surgidas de la Constitución de Cádiz de 1812, siempre contribuyeron, por su origen liberal, al reforzamiento y consolidación de los regímenes democráticos. Esta fue también la causa de su supresión durante el Antiguo Régimen, para resurgir más adelante con denodada fuerza. Es, sin embargo, en el año 1835 cuando se instauran de manera permanente y definitiva como instrumento de apoyo a los municipios, aunque siempre bajo un férreo control y dependencia del poder central. La Constitución de 1978 refrenda su presencia en la ordenación territorial del Estado, al encomendarle el gobierno y administración autónoma de las provincias. Es hoy, después de este largo periplo, en el período de mayor apuesta y despliegue de las Diputaciones, cuando empiezan a alzarse voces cuestionando su necesidad en el actual sistema de ordenación territorial, por la emergencia de las Comunidades Autónomas y su dinámica expansionista en materia competencial. La supresión de las Diputaciones en las Comunidades Autónomas uniprovinciales, su proyectada sustitución por los Consejos de veguería en la Comunidad Autónoma de Cataluña y el giro en el pensamiento político, más preocupado ahora, con la crisis económica, en el control del gasto público y duplicidad de servicios, abren ahora esta posibilidad.

Contribuye a reforzar esta línea de pensamiento la extraña situación que atraviesan las Diputaciones, derivada de los siguientes factores con las consecuencias que se reseñan:







	FACTORES
	CONSECUENCIAS




	Sostenimiento de actividades y servicios propios del Estado y Comunidades Autónomas
	Desatención de servicios propios



	Permanente auxilio, con cesión de inmuebles y otros equipamientos provinciales, a las Administraciones del Estado y Comunidades Autónomas
	Despatrimonialización



	Exclusión de las políticas puestas en marcha por las Comunidades Autónomas
	Ignorancia de las Diputaciones



	Ausencia de participación en los ingresos de las Comunidades Autónomas
	Asfixia económica



	Realización de políticas sectarias respecto a los municipios
	Descrédito



	Desmesurados planes de subvenciones a colectivos y organizaciones sociales
	Establecimiento de redes de clientelismo





Se concluye de lo anterior que las Diputaciones no han sabido ocupar y defender el espacio por la legislación a ellas reservado. El permanente apoyo y auxilio al Estado y Comunidades Autónomas se ha trasladado también a otros sectores sociales, con descuido de lo que debiera ser su principal foco de interés, los municipios. El resultado ha sido la transformación de las Diputaciones en unas entidades desdibujadas, apenas reconocibles. Recuperar su verdadera función como entidad supramunicipal, volcada en el apoyo a los municipios de menor capacidad, es el objetivo preferente a lograr.

A pesar de esta irrefutable realidad, la LRSAL siguió apostando, y con denodada fuerza, por las Diputaciones. Su particular posición, la supramunicipalidad reconocida, independiente de los poderes estatal y autonómico, a la que hay que añadir siempre su arraigada vocación municipalista, la que hace de ellas pieza indispensable en el actual modelo de ordenación territorial. En las conclusiones del Libro Verde sobre los Gobiernos locales intermedios en España (1)  se señala que «El minifundismo municipal actualmente existente en España requiere necesariamente un nivel de gobierno local intermedio que garantice la autonomía municipal para que esta sea realmente efectiva. La provincia es el escalón de gobierno intermedio más apropiado tanto por tradición, capacidad de gestión y experiencia en el ejercicio de tales funciones, como por solidez institucional contrastada frente a otras instituciones emergentes que no han terminado de cristalizar».

El papel otorgado a las Diputaciones con la reforma representa un fabuloso reto para las mismas, de cuyo acierto o fracaso dependerá su propia subsistencia. Y decimos esto porque a la función tradicional de cooperación y asistencia se une la gestión coordinada de los servicios en los municipios con población inferior a 20.000 habitantes. Sus competencias, que distingue acertadamente el Consejo de Estado en dictamen 567/2013, de 26 de junio, emitido en relación al anteproyecto de Ley de Racionalidad y Sostenibilidad de Administración Local (LA LEY 175/2013), ya no son solo de tipo «funcional» —asistencia a municipios y coordinación de su actuación—, sino también «material» —gestión de los intereses y asuntos que afectan al conjunto de la población—, lo que les obligará a desplegar, para conseguir dichos objetivos, todas sus capacidades y medios.

3.2.  Régimen jurídico

La LRBRL dedica a la provincia los artículos 31 a 41, convirtiéndose de nuevo en el eje central regulatorio de esta entidad, aunque también el TRRL y el ROF contienen numerosos preceptos referidos a la misma.

No es esta, sin embargo, objeto de especial atención por la normativa autonómica de Régimen Local. Tan solo la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía (arts. 11 a15), la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón (arts. 2 y 62 a74), el Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña (arts. 88 a 93), la Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura (arts. 21 a23), y la Ley 5/1997, de 22 de julio, de Administración Local de Galicia (arts. 1 y 101 a 119), aluden a ella.

3.3.  Definición

Los artículos 141.1 y 31.1 de la CE y LRBRL, respectivamente, la definen como «... una Entidad local, determinada por la agrupación de municipios, con personalidad jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines». El primero de ellos le otorga también el carácter de «... división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado».

3.4.  Naturaleza

Es una entidad local de carácter territorial necesaria y, como tal, dispone, como más adelante veremos, de la totalidad de las potestades administrativas a que se refiere el artículo 4 de la LRBRL.

Su posición intermedia entre municipios y Comunidades Autónomas y las competencias a ella asignadas hace de la misma una de las Administraciones mejor conocedoras de la realidad local y totalmente volcadas en su actuación hacia los municipios. Sus competencias tienen un fuerte componente instrumental, al estar orientadas a garantizar la prestación de los servicios correspondientes a los municipios de menor capacidad económica. El órgano de gobierno y administración de la provincia es la Diputación u otras Corporaciones de carácter representativo.

3.5.  El territorio

La división provincial tiene su origen en el Real Decreto de Javier de Burgos de 30 de noviembre de 1833, que divide el territorio español peninsular e islas adyacentes en 49 provincias, ampliadas luego, en el año 1927, mediante Real Decreto de 21 de septiembre, hasta las actuales 50, al dividirse el Archipiélago canario en dos provincias, Santa Cruz de Tenerife y las Palmas. Este es el número de provincias, 50, que se reconocen en el artículo 125.1 del TRRL, con los límites, denominación y capitales actuales.

Esta división del territorio en provincias, que operaba no solo con carácter administrativo, sino también judicial, militar y fiscal, es la que sirvió de base al legislador constitucional para diseñar el modelo local, con atribución a la misma, en el artículo 141, el carácter de entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Se blinda también el modelo preexistente, al determinar dicho precepto que cualquier alteración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica. Así lo refrenda también el artículo 125.2 del TRRL, añadiendo además el mismo que solo mediante Ley aprobada por las Cortes Generales la denominación y capitalidad de las provincias. A este respecto hay que indicar que las provincias de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya pasan a denominarse, mediante Ley 19/2011 de 5 de julio, Araba, Guipuzkoa y Bizkaia.

4.  Las veguerías


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Jurisprudencia

	 STC 31/2010, de 28 de junio, recurso 8045/2006. (LA LEY 93288/2020)


Doctrina de interés

	 La heterogeneidad organizativa de los entes intermedios: la provincia y las nuevas veguerías tras el Estatuto de Autonomía de Cataluña. Una aproximación a las comarcas en Galicia. (LA LEY 13169/2011)




4.1.  Régimen jurídico

institución todavía no presente en el escenario local catalán. Se contemplan en el Estatuto de Autonomía de Cataluña. Según su artículo 90, la veguería es el ámbito territorial específico para el ejercicio del gobierno intermunicipal de cooperación local y tiene personalidad jurídica propia. Es también la división territorial adoptada por la Generalitat para la organización territorial de sus servicios. La veguería, como gobierno local, tiene naturaleza territorial y goza de autonomía para la gestión de sus intereses.

Del mencionado precepto se extrae el carácter de ente local de la veguería, con las siguientes notas definitorias:


	
–  Son de naturaleza territorial.

	
–  Tienen personalidad jurídica propia.

	
–  Están dotados de autonomía para la gestión de sus intereses.



Conforme al artículo 91, su gobierno y administración corresponde al Consejo de veguería, formado por el Presidente o Presidenta y por los Consejeros de veguería. El Presidente o Presidenta de veguería es escogido por los Consejeros de veguería de entre sus miembros. Pero quizá la más importante previsión que en dicho precepto se contempla es que los Consejos de veguería sustituyen a las Diputaciones.

El recurso de inconstitucional planteado por los Diputados del Grupo Parlamentario Popular del Congreso contra diversos preceptos de la Ley Orgánica 6/2006, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, incluía entre los mismos los artículos 83.1, 90 y 91, por entender que la veguería es un ente local distinto de la provincia, a la que sustituye y hace desaparecer, contraviniendo los artículos 137 y 141 de la Constitución y la garantía institucional de la provincia a que se refirió la STC de fecha 28 de julio de 1981. El Gobierno de la Generalitat sostuvo, por contra, que la posibilidad de crear las veguerías deriva directamente del artículo 141.3 de la Constitución, en virtud del cual «se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia». De otra parte, conforme al artículo 142.2 de la misma «el gobierno y administración autónoma de las provincias serán encomendadas a las Diputaciones o a otras Corporaciones de carácter representativo», y esto es lo que se contempla el artículo 91.3 del Estatuto al establecer que «los Consejos de veguería sustituyen a las Diputaciones». El Parlamento catalán alegó, para sostener la constitucionalidad de las veguerías, que responde al deseo de recuperar la capacidad de configurar desde la Generalitat un modelo propio de organización administrativa territorial en Cataluña, señalando que las previsiones estatutarias se limitan a modificar el nombre del ente provincial, respetando en los otros aspectos, que son los sustanciales, los elementos identificadores del ente. La STC 31/2010, de 28 de junio, recurso 8045/2006 (LA LEY 93288/2020), recaída sobre tal asunto, declara en su Fundamento de Derecho cuarenta y uno:


«De los preceptos cuya inconstitucionalidad acabamos de destacar se desprende, en una interpretación más inmediata, que la veguería se sustituye como una entidad local que, sin perjuicio de la provincia y de sus funciones constitucionalmente garantizadas, concurre con los municipios en la estructuración de la organización territorial básica de la Generalitat de Cataluña, también organizada en comarcas y otros entes supramunicipales de posible creación por la Comunidad Autónoma; esto es, como una entidad local propia de la Generalitat y distinta de la provincia, con la que convive en el respeto a su autonomía garantizada por la Constitución.

[...]

Pues bien, si la veguería no fuera sino la denominación de la provincia en Cataluña no cabría objeción constitucional alguna a la sustitución de la Diputación provincial por el Consejo de veguería, según prescribe el artículo 91.3 EAC. Sin embargo, en ningún caso la "creación, modificación y supresión, así como el desarrollo del régimen jurídico de las veguerías" podrían regularse entonces por Ley del Parlamento catalán, como dispone el artículo 91.4 EAC, pues es obvio que, como ente local garantizado por la Constitución, la provincia denominada "veguería" en Cataluña es indisponible por el legislador autonómico, reservada como está a la Ley orgánica cualquier alteración a los límites provinciales, según recuerda el propio art. 91.4 EAC, con expresa remisión al art. 141.1 CE. En tal caso, esta previsión estatutaria del artículo 91.4 EAC hay que interpretarla en el sentido de que, cuando se dé coincidencia geográfica de las provincias con las veguerías, es la simple denominación como veguería, es decir, la creación de esta institución a efectos exclusivamente autonómicos, o su desaparición o supresión, lo único que puede hacer la Ley del Parlamento catalán, no la creación, modificación o supresión de las provincias, algo que, de ninguna manera, está al alcance del legislador autonómico.

Por el contrario, si la veguería es una entidad local de nuevo cuño no sería constitucionalmente admisible que los Consejos de veguería sustituyeran a las Diputaciones, de manera que el art. 91.3 EAC, para ser conforme con la Constitución, ha de interpretarse de modo condicional, esto es, que los Consejos de veguería pueden sustituir a las Diputaciones en el exclusivo caso de que los límites geográficos de las veguerías coincidan con los de las provincias».



La Ley 30/2010, de 3 de agosto, de veguerías, y sus posteriores modificaciones, realizan un importante esfuerzo jurídico para forzar al legislador estatal a superar los términos marcados por el Alto Tribunal y, en definitiva, a soslayar las limitaciones impuestas por el mismo. La disposición transitoria primera, referente a los Consejos de veguería, es la pieza clave que marca el proceso. Conforme al apartado primero de la misma, la constitución de los Consejos de veguería, de acuerdo con las demarcaciones vegueriales que define el artículo 9, se producirá una vez hayan sido aprobadas las modificaciones de la normativa estatal a las que se refiere la disposición final segunda, incluidas las relativas al establecimiento del régimen electoral de la veguería, en cuyo momento los Consejos de veguería sustituirán a las Diputaciones provinciales, de acuerdo con lo que determina el artículo 91.3 del Estatuto de Autonomía de Cataluña. Según el artículo 31 de la Ley 30/2010, los Consejos de veguería se subrogan en la representación que las respectivas Diputaciones tienen en instituciones, consorcios, fundaciones, sociedades y demás entidades o entes públicos o privado, así como en los contratos, convenios y demás relaciones bilaterales por ellas suscritas, asumiendo, al constituirse, la titularidad de sus bienes y derechos. En cuanto al personal que presta servicios en las mismas, el artículo siguiente determina que pasa a integrarse, con plena independencia orgánica y funcional, en los Consejos de veguería. Pero ese aparente respeto a la legalidad desparece con la Ley 2/2017, de 15 de febrero, de modificación de la anterior. Establece el apartado tercero de su disposición final que, en el plazo de tres años desde la entrada en vigor de dicha Ley, la organización de los servicios territoriales de la Generalidad y el ejercicio de las funciones de esta deben adecuarse al ámbito territorial de las demarcaciones vegueriales que determina el artículo 9 de la Ley 30/2010.

Este complejo escenario necesita, para un mejor conocimiento, de una mayor explicación. La Ley 4/2011, de 11 de junio, de modificación de la Ley de veguerías, supuso un parón en el despliegue de los Consejos de veguería. Se alteró su disposición transitoria primera, determinándose ahora, en su apartado primero, tal y como se ha indicado, que su constitución se producirá una vez hayan sido aprobadas las modificaciones de la normativa estatal a las que se refiere la disposición final segunda, incluidas las relativas al establecimiento del régimen electoral de la veguería. Las razones que sustentan dicha modificación vienen recogidas en su Preámbulo: «El momento de crisis económica que sufre Cataluña, y la necesidad de dar cumplimiento a la adecuación de la normativa electoral a que se refiere la disposición adicional tercera de la Ley 30/2010, a efectos de garantizar la efectiva e íntegra constitución de los Consejos de veguería como organización territorial básica de Cataluña, hacen que sea aconsejable aplazar dicha constitución hasta que se haya producido la necesaria modificación d4el marco normativo aplicable… Este período de transición debe servir también para integrar las veguerías en una regulación global de los gobiernos locales y de la organización territorial de Cataluña que permita garantizar su viabilidad económica y funcional, bajo el punto de vista de las competencias que deben asumir y de su encaje con las demás entidades supramunicipales. Al mismo tiempo, es preciso impulsar las demás iniciativas legislativas estatales necesarias para garantizar la autonomía local y la suficiencia financiera de los gobiernos locales de Cataluña». Recuperaron, por tanto, su vigencia los artículos 87 a 90 de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña, relativos a la provincia, que fueron derogados por la Ley 30/2010. Pero dicha interrupción gana de nuevo impulso, en los términos expuestos, con la Ley 2/2017.

Se espera sustituir así, en este largo y sostenido proceso, a las Diputaciones provinciales por los Consejos de veguería. Corresponde ahora al legislador estatal dar o no amparo al legislador autonómico a lo que a todas luces representa la supresión de las Diputaciones provinciales en la Comunidad Autónoma de Cataluña. De aceptarse las modificaciones contenidas en la mencionada Ley 30/2010 supondrá la carta de defunción de las Diputaciones provinciales en dicho ámbito territorial y la emergencia de los Consejos de veguería como nueva referencia de organización local.

Pero al margen de la opinión que este asunto pueda merecer, la Ley 30/2010 contiene algunos aspectos de especial relevancia, a los cuales ahora nos referiremos. La organización veguerial se extiende a todo el territorio de Cataluña, sin que ningún municipio ni comarca puedan quedar excluidos de la misma, sin perjuicio de las excepciones que resultan de dicha Ley (art. 3.1). La Generalidad organiza territorialmente su estructura y sus servicios y ejerce territorialmente sus funciones de acuerdo con la división territorial en veguerías. En consecuencia, la demarcación veguerial es la demarcación única en la que se organizan territorialmente todos los servicios del Gobierno y de la Administración de la Generalidad; es el ámbito territorial en base al cual el Gobierno y la Administración de la Generalidad ejercen sus funciones de planificación, programación y coordinación territoriales; y es la demarcación en la que se organizan territorialmente las autoridades y servicios que dependen del Parlamento (art. 7). Las demarcaciones vegueriales son L’Alt Pirineu, Barcelona, La Catalunya Central, Girona, Lleida, El Camp de Tarragona, Les Terres de l’Ebre y El Penedés (art. 9). El Conselh Generau d’Aran es, en virtud del régimen jurídico especial garantizado por el artículo 94 del Estatuto, la institución de gobierno de Arán, que constituye una entidad territorial singular dentro de Cataluña (art. 10). Los órganos del Consejo de veguería son: el pleno, el presidente o presidenta, los vicepresidentes, el gobierno, las comisiones de estudio, de informe y de consulta, la comisión especial de cuentas y la comisión de coordinación territorial (art. 13.1). Son competencias propias de los Consejos de veguería: coordinar los servicios municipales entre sí para garantizar la prestación integral y adecuada de los servicios de toda la demarcación veguerial; prestar asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los municipios, especialmente a los que disponen de menor capacidad económica y de gestión, sujetándose a los criterios de equilibrio territorial; prestar servicios públicos de carácter supracomarcal; prestar servicios por encargo de gestión o delegación de los entes locales; fomentar los intereses propios de la veguería; y las demás que le atribuyan expresamente las leyes (art. 22.1).

4.2.  El Consejo General de Arán

Para concluir, hacer referencia a la Ley 1/2015, de 5 de febrero, de régimen especial de Arán. Su objetivo es, tal y como determina el artículo 2, proteger su carácter singular, sus derechos históricos y su identidad nacional, reconocidos, amparados y respetados por los artículos 11 y 94 y disposición adicional quinta del Estatuto de Autonomía de Cataluña. Reconoce el derecho y la realidad de la organización institucional, política y administrativa de Arán y garantiza sus competencias, recursos y autonomía para ordenar, gobernar y gestionar los asuntos públicos y los intereses generales de su territorio. En cuanto se refiere a la organización, extremo de capital importancia, está prevista en el Título III. Resulta de la misma que el Consejo General de Arán es la institución representativa, de gobierno y de Administración de Arán, compuesta por los siguientes órganos: el Pleno, el Síndico, el Consejo de Gobierno y la Auditoría de Cuentas.

5.  La isla


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Doctrina de interés


	 Consejos insulares. (LA LEY 1876/2008)

	 Cabildos insulares. (LA LEY 1593/2008)





5.1.  Régimen jurídico

La isla viene reconocida en el artículo 141.4 de la CE. Se señala en este que, en los Archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos. La LRBRL trata, en su artículo 41, dichos órganos. Los Cabildos Insulares Canarios, como órganos de gobierno, administración y representación de cada isla, se rigen por las normas contenidas en la disposición adicional decimocuarta de dicha Ley y supletoriamente por las normas que regulan la organización y funcionamiento de las Diputaciones provinciales, asumiendo las competencias de estas, sin perjuicio de lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía de Canarias. Los Consejos Insulares de las Islas Baleares, a los que son de aplicación, igualmente, las normas de dicha Ley que regulan la organización y funcionamiento de las Diputaciones provinciales, asumen sus competencias de acuerdo con lo dispuesto en la misma, y las que les correspondan, de conformidad con el Estatuto de Autonomía de Baleares.

Habrá que acudir, por tanto, a las normas estatutarias para saber algo más de dichas entidades. Los Cabildos Insulares se configuran, en términos literales del artículo 65.3 del Estatuto de Autonomía de Canarias, como órganos de gobierno, representación y administración de cada isla y gozarán de autonomía en la gestión de sus intereses y el ejercicio de sus competencias propias, de acuerdo con la Constitución, el Estatuto y las leyes. Más concreto es todavía su apartado cuarto. Señala este que los Cabildos insulares asumen en la isla la representación ordinaria del Gobierno y de la Administración autonómica y desempeñan las funciones administrativas autonómicas previstas en el Estatuto de Autonomía y en las leyes, así como las que les sean delegadas o transferidas. En cuanto a los Consejos Insulares, el artículo 61.1 del texto estatutario de dicha Comunidad señala que los Consejos Insulares son las instituciones de gobierno de cada una de las islas y ostentan el gobierno, la administración y la representación de las islas de Mallorca, Menorca, Ibiza y Formentera, así como de las islas adyacentes a estas. Su apartado siguiente señala que gozarán de autonomía en la gestión de sus intereses de acuerdo con la Constitución, el Estatuto y lo establecido en las leyes del Parlamento.

Las leyes autonómicas que a continuación se citan regulan el régimen jurídico, la organización y funcionamiento de las mencionadas entidades:


	
–  Canarias: Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares.Hemos de indicar que, conforme a lo establecido en la disposición transitoria segunda del Estatuto de Autonomía de Canarias, hasta tanto no se desarrollen las prescripciones de su Título III, relativo a la organización territorial de Canarias, los Cabildos Insulares se regirán por la normativa vigente, que seguirá teniendo carácter supletorio.



	
–  Baleares: Ley 8/2000, de 27 de octubre, de Consejos Insulares.



ATENCIÓN!!! Tanto en una como en otra Ley se reconoce a los Cabildos y Consejos Insulares la condición de instituciones de la Comunidad Autónoma y Administraciones locales (arts. 2 y 4, respectivamente).


En el Archipiélago Canario subsisten, como órganos de representación y defensa de los intereses provinciales, las Mancomunidades Provinciales Interinsulares. El citado artículo 41 de la LRBRL contempla la subsistencia, en dicho Archipiélago, de las referidas Mancomunidades; exclusivamente como órganos de representación y expresión de los intereses provinciales. Integran dichos órganos los Presidentes de los Cabildos Insulares de las provincias correspondientes, presidiéndolos el del Cabildo de la isla en la que se halle la capital de provincia. En similares términos se pronuncia el artículo 75 del ROF.

5.2.  Naturaleza

En cuanto a la naturaleza de dichos entes, las propias leyes reguladoras arrojan, en su Exposición de Motivos, algo de luz al respecto. La Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares señala que, «desde la óptica de su naturaleza, en la que concurre su doble condición de institución insular y autonómica, porque ni siquiera son órganos de gobierno, administración y representación de la provincia, sino de las islas, pues en Canarias solo subsisten como órganos de representación de la provincia las denominadas mancomunidades provinciales interinsulares. Es decir, los cabildos insulares son considerados mucho más que órganos de naturaleza local, sin que ello suponga detrimento alguno de su carácter de órganos de gobierno, administración y representación de las islas como entidades locales». Por su parte, la Ley 8/2000, de 27 de octubre, de Consejos Insulares, indica que dichas instituciones son, además de organizaciones para el autogobierno de las islas de Mallorca, Menorca, Eivissa y Formentera, ejes vertebradores del edificio autonómico, y no simples niveles intermedios de administración.





	 (1) 

	Libro Verde sobre los Gobiernos locales intermedios en España, Fundación Democracia y Gobierno Local, Madrid-Barcelona, 2011, pág. 185.


	 Ver Texto 








3 Las restantes entidades locales


 1.  Consideraciones previas

El concepto de «intermunicipalidad», manejado ya con autoridad y consenso por parte de la doctrina, es la llave para entender su alcance y contenido. Parece referirse el mismo a aquellas instancias de gobierno intermedias creadas para solventar, de manera más eficaz, las necesidades locales. Sobre tal base, podrían encuadrarse aquí los entes que contribuyen a dar respuesta a esas necesidades: mancomunidades, comarcas y áreas metropolitanas. Pero esta respuesta, aunque cierta, tiene una mayor alcance y dimensión. Resulta especialmente clarificadora a este particular la diferenciación establecida en el Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local, (1)  que distingue entre «asociaciones de municipios» y «agrupaciones de municipios». El desarrollo de las primeras está condicionado a la voluntad de los propios municipios de asociarse para mejorar la calidad de los servicios locales. En cambio, el desarrollo de las segundas depende de la decisión autonómica en uso de sus competencias en materia de ordenación territorial y régimen local.

Con la reforma introducida por la LRSAL, la intermunicipalidad experimenta un importante retroceso, a favor siempre de las entidades constitucionalmente garantizadas.

2.  Las comarcas


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Consultas

	 Necesidad de adaptar un convenio suscrito en el año 2007 entre una Comarca y Corporaciones Locales para prestación de servicios sociales básicos por parte de aquella. (LA LEY 1779/2019)


Doctrina de interés


	 La heterogeneidad organizativa de los entes intermedios: la provincia y las nuevas veguerías tras el Estatuto de Autonomía de Cataluña. Una aproximación a las comarcas en Galicia. (LA LEY 13169/2011)

	 La legislación básica estatal de régimen local versus potestad de autoorganización territorial de las Comunidades Autónomas en España. El caso de las Comarcas. (LA LEY 12433/2009)

	 Comarcas. (LA LEY 1724/2008)





2.1.  Régimen jurídico

Las comarcas son un ente situado entre el municipio y la provincia. Las mismas han merecido el reconocimiento de nuestra Carta Magna. Su artículo 141.3 dispone que podrán crearse agrupaciones de municipios diferentes de la provincia. Más adelante, el artículo 152.3 determina que, mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones territoriales propias que gozarán de plena personalidad jurídica. Pero la CE no va más allá del expresado reconocimiento. Su regulación viene recogida en la LRBRL, en su artículo 42. El apartado primero es el eje central de tal regulación, estableciéndose en el mismo que las Comunidades Autónomas, de acuerdo con lo dispuesto en sus respectivos Estatutos, podrán crear en su territorio comarcas u otras entidades que agrupen varios municipios, cuyas características determinen intereses comunes precisados de una gestión propia o demanden la prestación de servicios de dicho ámbito. Se prevé en los apartados siguientes que serán las leyes autonómicas las que determinen su ámbito territorial, la composición y funcionamiento de sus órganos de gobierno, así como las competencias y recursos económicos que se les asignen. En ningún caso, las comarcas pueden suponer la pérdida por los municipios de las competencias para prestar los servicios considerados como obligatorios, ni privar a los mismos de toda intervención en las materias a ellos atribuidas. La disposición adicional cuarta de dicha Ley establece, en relación a la Comunidad Autónoma de Cataluña, que esta puede acordar la organización comarcal para todo su ámbito territorial.

En lo que atañe al régimen competencial, indicar que, en el marco establecido por la ley de creación, podrán las comarcas asumir, entre otras materias, la prevención y extinción de incendios, la recogida y el tratamiento de residuos, el transporte, el medio ambiente, la sanidad y salubridad pública, la acción social, el deporte, la promoción del turismo, las ferias y mercados…, es decir las más referenciales de responsabilidad municipal y que justifican su propia existencia., y todo ello por existir, tal y como indicamos, intereses comunes que demanden una gestión o propia o la prestación de servicios para su ámbito.

Por lo que se refiere a los recursos económicos de dichas entidades, el artículo 155 del TRLRHL, señala que estas no podrán percibir ninguno de los impuestos y recargos regulados en dicha ley ni percibir participación en los tributos del Estado, precisando a continuación que serán las leyes de las Comunidades Autónomas las que determinen los recursos que se les asignen. Hay que advertir que, conforme, al artículo 152 de dicha Ley, las comarcas podrán establecer y exigir tasas, contribuciones especiales y precios públicos, de conformidad con lo previsto en sus respectivas normas de creación y en los términos establecidos en esta ley y disposiciones que la desarrollen.

Del juego los artículos 42 y 155 citados entresacamos una importante conclusión, que la creación de comarca no puede llevar aparejada, por muy amplia que sea la atribución realizada por la ley de creación, un vaciamiento competencial y de recursos de los municipios y, mucho menos, la pérdida de las competencias para prestar los servicios considerados como obligatorios ni privarles de toda intervención en las materias a ellos atribuidas, y ello en atención a la salvaguarda constitucional del municipio y su autonomía.

Hemos de hacer referencia también a la disposición adicional sexta de la LRSAL, relativa a las comarcas. Establece esta que las previsiones de dicha Ley se aplicarán respetando la organización comarcal en aquellas Comunidades Autónomas cuyos estatutos de autonomía tengan atribuida expresamente la gestión de servicios supramunicipales. Se trata de proteger y blindar la organización comarcal existente, y muy en particular de la prestación coordinada de servicios por las Diputaciones y de la fusión de municipios —en los términos resultantes de los artículos 13 y 116 bis de la LRBRL— con otros ajenos a la propia comarca o viceversa.

De las 17 Comunidades Autónomas existentes, 13 incorporan en sus Estatutos la comarca: Cataluña (arts. 2.3, 83.2 y 92); Galicia (art. 40.1); Andalucía (arts. 89.1 y 97); Asturias (art. 6.1); Cantabria (art. 2, último párrafo); La Rioja (art. 5.2); Murcia (art. 3.2); Valencia (art. 65); Aragón (arts. 5, 81.1 y 83); Castilla-La Mancha (art. 29.2.a); Extremadura (art. 57); Madrid (art. 3.3); y Castilla y León (arts. 43.1 y 46). Las Comunidades Autónomas de Cataluña, Galicia, Cantabria, Aragón y Castilla y León han aprobado leyes de comarcas. Aun a pesar de esa amplia acogida en el Ordenamiento jurídico, tan solo en las Comunidades Autónomas con presencia histórica de dichos entes, como es el caso de Cantabria, Cataluña y Aragón, ha existido un verdadero desarrollo comarcal, estando contenida su regulación en:


	
–  La Ley 8/1999, de 28 de abril, de Comarcas de la Comunidad de Cantabria.

	
–  El Decreto Legislativo 4/2003, de 4 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Organización Comarcal de Cataluña. En el Anexo que la acompaña se establece la división comarcal de Cataluña —40 comarcas en total—, con determinación de sus respectivas capitales.El Decreto 299/2011, de 22 de marzo, sobre elección de los miembros de los consejos comarcales, viene a completar el anterior.



	
–  El Decreto Legislativo 1/2006, de 27 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Delimitación Comarcal de Aragón. En el Anexo que la acompaña se delimitan las diferentes comarcas aragonesas —33 en total, hasta completar el total de su territorio—, con señalamiento de su denominación y municipios que las integran.



ATENCIÓN!!! En Cataluña, y en conexión con lo establecido en la disposición adicional cuarta de la LRBRL, la organización comarcal se extiende a todo su territorio, sin excluir a ningún municipio de la misma.


Quedan vigentes, según el apartado segundo de su disposición derogatoria, las distintas leyes de creación de comarcas que contienen la delimitación comarcal, en cuanto lo que en ellas está previsto sobre su delimitación y denominación es enteramente congruente con la descripción establecida en el Anexo indicado. Nos estamos refiriendo a las siguientes leyes: Ley 9/2002, de 3 de mayo, de creación de la Comarca de la Jacetania; Ley 13/2001, de 2 de julio, de creación de la Comarca del Alto Gállego; Ley 5/2003, de 26 de febrero, de creación de la Comarca de Sobrarbe; Ley 12/2002, de 28 de mayo, de creación de la Comarca de la Ribagorza; Ley 26/2002, de 26 de noviembre, de creación de la Comarca de Cinco Villas; Ley 27/2002, de 26 de noviembre, de creación de la Comarca de Hoya de Huesca/Plana de Uesca; Ley 4/2002, de 25 de marzo, de creación de la Comarca de Somontano de Barbastro; Ley 3/2002, de 25 de marzo, de creación de la Comarca del Cinca Medio; Ley 25/2002, de 12 de noviembre, de creación de la Comarca de La Litera/La Llitera; Ley 17/2002, de 5 de julio, de creación de la Comarca de los Monegros; Ley 20/2002, de 7 de octubre, de creación de la Comarca del Bajo Cinca/Baix Cinca; Ley 14/2001, de 2 de julio, de creación de la Comarca de Tarazona y el Moncayo; Ley 18/2001, de 19 de noviembre, de creación de la Comarca de Campo de Borja; Ley 9/2000, de 27 de diciembre, de creación de la Comarca del Aranda; Ley 21/2001, de 21 de diciembre, de creación de la Comarca de la Ribera Alta del Ebro; Ley 16/2001, de 29 de octubre, de creación de la Comarca de Valdejalón; Ley 13/2002, de 10 de junio, de creación de la Comarca de la Ribera Baja del Ebro; Ley 12/2003, de 24 de marzo, de creación de la Comarca de Bajo Aragón-Caspe/Baiz Aragó-Casp; Ley 9/2001, de 18 de junio, de creación de la Comarca de la Comunidad de Calatayud; Ley 31/2002, de 27 de diciembre, de creación de la Comarca de Campo de Cariñena; Ley 24/2002, de 12 de noviembre, de creación de la Comarca de Campo de Belchite; Ley 8/2003, de 12 de marzo, de creación de la Comarca del Bajo Martín; Ley 18/2002, de 5 de julio, de creación de la Comarca de Campo de Daroca; Ley 13/2003, de 24 de marzo, de creación de la Comarca de Jiloca; Ley 28/2002, de 17 de diciembre, de creación de la Comarca de Cuencas Mineras; Ley 11/2002, de 14 de mayo, de creación de la Comarca de Andorra-Sierra de Arcos; Ley 10/2002, de 3 de mayo, de creación de la Comarca del Bajo Aragón; Ley 7/2003, de 12 de marzo, de creación de la Comarca de la Comunidad de Teruel; Ley 8/2002, de 3 de mayo, de creación de la Comarca de Maestrazgo; Ley 1/2003, de 11 de febrero, de creación de la Comarca de la Sierra de Albarracín; Ley 22/2001, de 21 de diciembre, de creación de la Comarca Gúdar-Javalambre; y Ley 7/2002, de 15 de abril, de creación de la Comarca del Matarraña/Matarranya. La única variación es la introducida por la Ley 8/2019, de 29 de marzo, de creación de la Comarca Central, y que cierra el mapa comarcal aragonés. Se trata de la comarca más importante de la región, tanto por el número de habitantes de aglutina, más del 50%, como por la actividad económica que se desarrolla en sus núcleos poblacionales.

3.  Las áreas metropolitanas


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Jurisprudencia

	 STC 47/2008, de 11 de marzo, recurso 6613/2000. (LA LEY 3781/2008)


Doctrina de interés


	 Áreas metropolitanas. (LA LEY 1456/2008)

	 Áreas metropolitanas y grandes ciudades: algunas consideraciones sobre sus semejanzas y diferencias. (LA LEY 2127/2006)





3.1.  Régimen jurídico

Las áreas metropolitanas surgen como consecuencia del fenómeno de expansión urbana; son una de las respuestas que la normativa ofrece para solventar algunos de los problemas de las aglomeraciones urbanas. El artículo 43 de la LRBRL se refiere a las mismas como aquellas «... entidades locales integradas por municipios de grandes aglomeraciones urbanas entre cuyos núcleos de población existan vinculaciones económicas y sociales que hagan necesaria la planificación conjunta y la coordinación de determinados servicios y obras». Este mismo artículo atribuye a las Comunidades Autónomas competencia, de acuerdo con lo previsto en los correspondientes Estatutos, para crear, modificar o suprimir, mediante Ley, áreas metropolitanas, así como para determinar el gobierno y administración de las mismas, el régimen económico y de funcionamiento y los servicios y obras de prestación o realización metropolitana y el procedimiento para su ejecución.

Según dicho precepto, dos requisitos son precisos para la emergencia de las Áreas Metropolitanas:


	
–  Necesidad de agrupación de municipios de grandes aglomeraciones urbanas para la planificación conjunta y coordinación de determinados servicios y obras.

	
–  Necesidad de Ley autonómica para su creación.



Toscano Gil (2)  sostiene que «... las bases estatales, en lo que se refiere a las áreas metropolitanas, son eminentemente abiertas y flexibles, habiéndose dejado un amplio espacio de regulación propia al legislador autonómico, al que se entrega por completo el régimen jurídico de esta materia,» señalando a continuación, en línea con lo defendido por Barrero Rodríguez, que dichas áreas «... pueden adoptar, en la ley que las regule, tanto la forma de una Administración Pública territorial o general, con vocación de generalidad de fines y potestades, como la forma de una Administración Pública institucional o especializada, caracterizada por la especialidad de sus funciones y por la clara delimitación de sus fines y potestades, que serán sólo las estrictamente necesarias para el cumplimiento de sus fines».

En cuanto a los recursos de las áreas metropolitanas, el artículo 153 del TRLRHL determina que las mismas podrán establecer un recargo sobre el Impuesto sobre Bienes Inmuebles sitos en el territorio de la entidad y percibir las subvenciones de carácter finalista que puedan fijarse en los Presupuestos Generales del Estado para la financiación de aquellos servicios específicos que constituyan su objeto, señalando a continuación que serán las leyes autonómicas de creación de dichas entidades las que determinen los recursos de sus respectivas haciendas de entre los enumerados en este artículo y en el 152 —precepto este último en el que se contempla la posibilidad de establecer y exigir tasas, contribuciones y precios públicos—.

Los Estatutos de las Comunidades Autónomas que se indican contemplan la posibilidad de crear Áreas Metropolitanas: Andalucía (artículo 94), Aragón (artículo 81.2), Principado de Asturias (artículo 6.3), Castilla y León (artículo 49.1), Cataluña (artículo 93), Extremadura (artículo 58), Murcia (artículo 3.4), La Rioja (artículo 27.3) y Valencia (artículo 65.3).

Únicamente las leyes de las Comunidades Autónomas que a continuación se citan regulan el fenómeno metropolitano:


	
–  Cataluña: Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de Barcelona.

	
–  Galicia: Ley 4/2012, de 12 de abril, del Área Metropolitana de Vigo.



El profesor Toscano Gil (3)  subraya que la fórmula del artículo 43 de la LRBRL no ha funcionado, y ello a pesar de ser este un país eminentemente urbano, con importantes áreas metropolitanas o en proceso de metropolitanización, indicando que dicho fracaso se explica, fundamentalmente «... por la configuración del área metropolitana como instrumento de coordinación interadministrativa, que la comunidad autónoma impone por la fuerza a las entidades locales, careciendo de las notas de la voluntariedad y la flexibilidad que requiere hoy día la solución de lo metropolitano».

4.  Las mancomunidades de municipios


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Jurisprudencia


	 STC 106/2019, de 19 de septiembre, recurso 344/2019. (LA LEY 131526/2019)

	 STSJ del País Vasco 114/2016, de 4 de abril, recurso 27/2015. (LA LEY 169591/2016)

	 STSJ de Cantabria de fecha 2 de mayo de 2000, recurso 625/1999. (LA LEY 90345/2000)

	 STS de fecha 9 de septiembre de 1988. (LA LEY 227-5/1988)



Consultas


	 Asunción de nuevas competencias por una mancomunidad. (LA LEY 2991/2019)

	 Desempeño de la tesorería por el Secretario-Interventor. (LA LEY 2976/2019)

	 Designación vocales mancomunidad. (LA LEY 2822/2019)

	 Forma de proceder cuando la mancomunidad ejerce multitud de competencias. (LA LEY 2121/2019)

	 Criterio a aplicar por Mancomunidad respecto de la designación de los representantes de los Ayuntamientos en función del padrón municipal de habitantes. (LA LEY 1317/2019)

	 Asunción por un ayuntamiento de personal al servicio de la mancomunidad sin proceso selectivo. (LA LEY 824/2019)

	 Compatibilidad de empleados y expedientes tras la separación de la mancomunidad. (LA LEY 3415/2018)

	 Los Estatutos de una Mancomunidad de Municipios pueden crear órganos complementarios colegiados en base a la potestad de autoorganización, pero no deben fijar un quórum de mayoría cualificada para la adopción de sus acuerdos. (LA LEY 2954/2018)

	 Compatibilidad legal para percibir retribuciones como Alcalde o concejal en régimen de dedicación absoluta o parcial con las indemnizaciones por asistencia a órganos colegiados de una Mancomunidad de la que forma parte la Entidad local. (LA LEY 2615/2018)

	 Sucesión de empresas en caso de separación de una mancomunidad. (LA LEY 3150/2017)

	 Participación de una mancomunidad en un consorcio o integración en este de los municipios integrantes de aquélla. (LA LEY 2932/2017)

	 Celebración de sesiones de la Juntas de la Mancomunidad. (LA LEY 2552/2017)

	 Alternativas de gestión entre una mancomunidad y un consorcio. (LA LEY 2533/2017)

	 La mancomunidad es competente para contratar al técnico que desempeñe los servicios que tiene atribuidos. (LA LEY 1234/2017)

	 Las aportaciones a las Mancomunidades del concepto 463 no pueden ser calificadas propiamente como subvenciones. (LA LEY 309/2017)

	 Incompatibilidad de Concejal para trabajar como personal laboral en una Mancomunidad. (LA LEY 230/2016)

	 Los cargos con dedicación exclusiva de una mancomunidad deben cesar cuando se nombra a los cargos siguientes. (LA LEY 515/2015)

	 Límites a las retribuciones por dedicación en las mancomunidades. (LA LEY 1535/2015)

	 Posibilidad de recaudar en vía de apremio las aportaciones a las mancomunidades. (LA LEY 961/2014)

	 Disolución de la mancomunidad. (LA LEY 845/2014)



Doctrina de interés


	 Las mancomunidades de municipios tras la ley de racionalidad y sostenibilidad de la administración local. (LA LEY 4402/2014)

	 Las Mancomunidades intermunicipales en el asociacionismo de las entidades locales. (LA LEY 21881/2011)





4.1.  Régimen jurídico

4.1.1.  Normativa estatal

La Carta Europea de Autonomía Local reconoce a las Entidades locales, en su artículo 10.1, el derecho a asociarse entre sí para la realización de tareas de interés común. En similares términos se regula este derecho en la LRBRL, al establecer en el artículo 44.1 que los municipios pueden asociarse con otros en mancomunidades para la ejecución en común de obras y servicios determinados de su competencia, haciéndose mención en los apartados siguientes a los extremos y particulares que han de regular sus Estatutos y al procedimiento de aprobación. Son, por tanto, entidades de constitución voluntaria que ganan personalidad jurídica por decisión municipal. Por su parte, el artículo 35.1 del TRRL señala que para que los municipios se mancomunen no será indispensable que pertenezcan a la misma provincia ni que exista entre ellos continuidad territorial, si esta no es requerida por la naturaleza de los fines de la mancomunidad. Ni los límites provinciales ni, por tanto, tampoco los autonómicos son impedimento para constitución de las mancomunidades. No podrán asumir, sin embargo y conforme al apartado segundo de dicho artículo, la totalidad de las competencias asignadas a los respectivos municipios. Se rigen, a tenor de lo dispuestos en los artículos 36 del TRRL y 34 del RPDT, por sus estatutos, que constituyen la norma reguladora básica de la mancomunidad. Su contenido deberá recoger, además de los extremos indicados en el precepto analizado, aquellos otros particulares que así determine la normativa autonómica. En su defecto habrá que estar a lo que establezca la normativa estatal sobre Régimen Local.


AL DETALLE Conforme a lo dispuesto en la disposición transitoria undécima de la LRSAL, aquellas mancomunidades cuyo objeto fuese el ejercicio de competencias o la prestación de servicios diferentes a los determinados en los artículos 25 y 26 de la LRBRL tendrían que adaptar sus estatutos en el plazo de seis meses a las previsiones del artículo 44 de la misma, entrando en disolución en caso de imposibilidad. Entrarían, por tanto, en disolución aquellas mancomunidades que tenían como único objeto la promoción de empleo, el fomento de actividades económicas, la asistencia sanitaria, los servicios sociales —salvo para el caso de evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social—, los mataderos, la recogida de animales, la información y asistencia al consumidor, los medios de comunicación social, los aprovechamientos forestales, la asistencia a la tercera edad... En aquellos casos que dicho objeto fuese compartido con competencias y servicios previstos en los indicados artículos tendrían también que adaptar sus estatutos. Parece que la pretensión del legislador era permitir a las mancomunidades el ejercicio de las competencias o la prestación de los servicios más fundamentales de los municipios, sin que pudieran ir más allá de los determinados en dichos preceptos.

Sobre este asunto, Jiménez Asensio (4)  señala que «… esta previsión… parece apuntar a la idea de que se modifique el objeto de tales entidades locales circunscribiéndolo a lo establecido en la LRSAL… Pero esta tesis debe ser inmediatamente matizada, puesto que al no atribuir expresamente competencias el art. 25 LBRL, sino solo determinar materias en las que el legislador estatal o autonómico atribuirá competencias, cabe perfectamente que las mancomunidades ejerzan competencias propias atribuidas por la legislación sectorial autonómica sin vulnerar con ello el espíritu de la LBRL».

En similar sentido apunta la STC 41/2016, de 3 de marzo, recurso 1792/2014 (LA LEY 8711/2016).



4.1.2.  Normativa autonómica

La normativa autonómica ha estado siempre muy activa y sensibilizada con este asunto. Es de obligada cita la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón. Son las mancomunidades de interés comarcal previstas en el artículo 86 lo que más interés reviste. Se señala en el mismo que cuando la importancia de los fines mancomunados, la capacidad de gestión y la adecuación de su ámbito territorial a la delimitación comarcal aprobada lo justifiquen, y a su solicitud, la Diputación General podrá calificar a una mancomunidad como de interés comarcal. Esta calificación exigirá la previa elaboración de un programa de actuación, en el que podrá incluirse el compromiso de ejercicio de la iniciativa para la creación de la comarca y la asunción con carácter provisional de las funciones, servicios y medios que corresponderían como entidad comarcal, al objeto de facilitar su inmediato funcionamiento tan pronto pueda aprobarse la correspondiente ley de creación de la misma. En todo caso, la declaración de interés comarcal supondrá el derecho de formalizar convenios con la Diputación General de Aragón, de duración plurianual o indefinida, que garanticen la percepción estable de aportaciones para el funcionamiento y mantenimiento de los servicios mancomunados, así como la posibilidad de asumir delegaciones de competencias. Dicha declaración conllevará el derecho a utilizar la expresión «comarcal» en su denominación.

Tampoco debe pasarnos por alto la Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León. En su artículo 32 se prevé la existencia de las mancomunidades de interés general. Se señala en el mismo que aquellas mancomunidades cuyo ámbito territorial concuerde sustancialmente con espacios de ordenación territorial para la prestación de servicios estatales, autonómicos o provinciales podrán ser declaradas de interés general. En estos espacios también podrán crearse nuevas mancomunidades de interés general. Por Ley de las Cortes de Castilla y León se establecerá el régimen jurídico de dichas mancomunidades y los beneficios derivados de tal declaración. Reglamentariamente se establecerán las competencias y funciones de las mismas. Las mancomunidades de interés general podrán tener líneas preferentes de financiación. La Administración de la Comunidad de Castilla y León, a través de la consejería competente en materia de administración local, establecerá una línea específica en la cooperación económica general, en los términos que por orden de la consejería se prevean. En el ámbito rural, las mancomunidades de interés general podrán solicitar, previo acuerdo de los municipios que las integran, su institucionalización como comarcas, sin que ello conlleve necesariamente la creación de nuevas estructuras administrativas. La ley 7/2013, de 27 de septiembre, de Ordenación, Servicios y Gobierno del Territorio de la Comunidad de Castilla y León, viene a completar, en su Título IV, las previsiones contenidas en la anterior, con la distinción de mancomunidades de interés general rurales —surgida de la asociación entre municipios con población inferior o igual a 20.000 habitantes— y urbanas —surgida de la asociación entre municipios con población superior a 20.000 habitantes y los municipios de su entorno o alfoz—, otorgando a las Diputaciones provinciales una importante tarea de apoyo respecto a las primeras.

Pero quizá sea la Ley 17/2010, de 22 de diciembre, de mancomunidades y entidades menores de Extremadura, la más ambiciosa en la materia. Contempla la posibilidad de que las mancomunidades puedan ser calificadas como integrales. Después de señalar en su exposición de motivos que se trata de una especie dentro del género de las mancomunidades, las considera «… como un instrumento con vocación de permanencia, a través del cual municipios y entidades locales menores colindantes en lo territorial y que comparten una realidad económica, social y cultural, o una tradición propia común, puedan estructurar en conjunto la prestación de sus servicios, de una parte, y las políticas de desarrollo y promoción de sus poblaciones, compatibilizándolas con singularidades y especificidades de los diferentes territorios de nuestra Comunidad Autónoma». El artículo 19 —adaptado ya a las determinaciones de la LRSAL— es la pieza central en dicha regulación. Se establece en su apartado segundo que para ser calificadas como integrales y para conservar la calificación como tal, las mancomunidades deberán cumplir determinados requisitos. La más importante ventaja en la obtención de dicha calificación estaría en el apoyo económico otorgado por dicha Comunidad. Se prevé en el apartado segundo del artículo 51 que podrá determinarse reglamentariamente que las mancomunidades integrales tengan carácter prioritario para beneficiarse de partidas económicas correspondientes a determinados fondos. Pero la más relevante previsión viene en el apartado quinto de dicho artículo. Se establece en este que, a fin de promover el desarrollo de las mancomunidades integrales de municipios y articular la cooperación en el sostenimiento de las mismas, la Comunidad Autónoma de Extremadura instituirá un Fondo Regional de Cooperación para Mancomunidades Integrales o instrumento asimilado cuya cuantía se establecerá con carácter anual a través de la Ley de Presupuestos de Extremadura y cuyos criterios de distribución se determinarán reglamentariamente.

Por su parte, la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración Local de Navarra, incorpora, tras la reforma introducida por la Ley Foral 4/2019, de 4 de febrero, las mancomunidades de planificación general para la coordinación de la prestación de servicios de competencia local en los que la legislación aplicable atribuya a aquella dicha función de forma necesaria. Podrán prestar los servicios de su competencia, así como aquellos que les encomienden sus entidades asociadas a través de cualquiera de las formas previstas por la legislación de régimen local (art. 213).

Respecto al País Vasco, hemos de hacernos eco de la STSJ del País Vasco 114/2016, de 4 de abril, recurso 27/2015 (LA LEY 169591/2016), que declara nulo el artículo 1.4 de la Norma Foral 13/2014, de 17 de noviembre, sobre la singularidad foral en aplicación de las medidas de racionalidad y sostenibilidad de la Administración Local en el Territorio Histórico de Guipúzkoa, referente a las mancomunidades de municipios, por exceder, en la atribución de competencias a dichas entidades, de los límites establecidos en la legislación básica estatal.

La Ley 1/2003, de 3 de marzo, de la Administración Local de La Rioja, prevé la creación de mancomunidades de interés comunitario. Conforme a su artículo 60, cuando el ámbito territorial de una mancomunidad que venga funcionando de manera efectiva durante al menos un año, coincida de forma sustancial con el de una de las áreas delimitadas en el mapa de demarcación territorial, dicha mancomunidad podrá ser declarada de interés comunitario de acuerdo con el procedimiento y efectos establecidos en ese capítulo de la Ley. Indica más adelante, en su artículo 63, que la Comunidad Autónoma prestará especial asesoramiento y apoyo a la constitución y funcionamiento de las mancomunidades de interés comunitario. El proceso de organización y puesta en marcha de las mancomunidades de interés comunitario será apoyado especialmente por el Gobierno de La Rioja mediante un programa específico de concesión y ayudas para las inversiones necesarias y para gastos de funcionamiento, en proporción a los servicios efectivamente gestionados que determinen las necesidades.

Por último, indicar que la Ley 21/2018, de 16 de octubre, de mancomunidades de la Comunitat Valenciana establece la posibilidad de reconocimiento del carácter de ámbito comarcal de las mancomunidades. Según su artículo 12, las mancomunidades de municipios de la Comunitat Valenciana que se circunscriban a una de las demarcaciones territoriales y que cumplan los requisitos que prevé esta ley, las normas que se dicten para desarrollarla y el resto de la normativa que sea aplicable, las podrá calificar a iniciativa suya como mancomunidades de ámbito comarcal el departamento del Consell con competencias en materia de administración local. Más adelante, el artículo 36 determina los estímulos a este tipo de mancomunidades. Se indica en el mismo que, con el fin de promover el desarrollo de las mancomunidades de ámbito comarcal de municipios y articular la cooperación en el sostenimiento de estas, la Generalitat establecerá líneas de financiación para mancomunidades de ámbito comarcal cuya cuantía se establecerá con carácter anual a través de la ley de presupuestos de la Generalitat. En especial, se fomentará que las mancomunidades de ámbito comarcal creen un puesto de trabajo que tendrá encomendadas las funciones de impulso y aseguramiento de la continuidad de los servicios y de la actividad de la mancomunidad. Las diputaciones provinciales deben articular una colaboración permanente, estable y sostenida con las mancomunidades para hacer efectiva la prestación de servicios. En particular, las diputaciones provinciales contarán necesaria y prioritariamente con las mancomunidades de ámbito comarcal para la prestación de los servicios obligatorios y esenciales, así como para la modernización de la gestión de los pequeños municipios. La STC 106/2019, de 19 de septiembre, recurso 344/2019 (LA LEY 131526/2019), declara que los arts. 36.8 y 50.4 de la de la Ley 21/2018, de 16 de octubre, de mancomunidades de la Comunitat Valenciana, no son inconstitucionales siempre que se interpreten en los términos de los fundamentos jurídicos 6.e) y 7.c), respectivamente. Es decir, y en cuanto se refiere al artículo 36.8, no se vulnera la autonomía provincial. La prioridad a que alude el mismo ha de entenderse en el sentido de que no permite excluir la colaboración con otros entes locales, ha de referirse a las actividades y servicios a las que alude el artículo 12.d) y debe ser concretada por la diputación en la forma que estime oportuna. Y en cuanto se refiere al artículo 50.4, la decisión última compete a la diputación provincial, a la que corresponde determinar el modo en que incorpora el criterio de prioridad que recoge el precepto impugnado a la hora de valorar las obras y servicios y servicios a financiar, de suerte que podrá también concretar cómo pondera uno de los proyectos de inversión y, lógicamente, podrá adicionar otros.

4.2.  Finalidad

Sus fines son muy variados. Van desde la limpieza de vías y espacios públicos, el abastecimiento de aguas y la depuración de las residuales y el transporte público de viajeros, hasta fomento del turismo, la realización de actividades culturales y deportivas, pasando por la protección civil y del medio ambiente, la extinción de incendios, el urbanismo, los servicios funerarios, y un largo catálogo de otras actividades. Lograr economías de escala en determinados ámbitos o sectores de actividad se convierte en el objetivo, y ello ante la carencia de recursos de los municipios, incapaces de prestar en solitario, con sus propios medios económicos, los servicios a los que están obligados.

A pesar de esta difícil situación en las que habitualmente se desenvuelven dichas entidades, y de estar tan cuestionadas en el proceso de gestación de la última reforma local, el nuevo modelo de organización local garantiza su existencia. El reforzamiento del papel de las Diputaciones provinciales, Cabildos y Consejos insulares no anula ni ensombrece esta fórmula asociativa municipal para realización de obras o prestación de servicios, sino que la mantiene y preserva. La contempla también ahora, junto a los consorcios, como fórmula de gestión compartida para el caso de coordinación por aquellas de los servicios en municipios de población inferior a 20.000 habitantes —artículo 26.2 de la LRBRL—. Compartimos la opinión sostenida por Bernadí i Gil y Galán Galán, (5)  referente a que la potenciación de fórmulas de colaboración intermunicipal, tales como mancomunidades de municipios, consorcios, etc., puede suponer el debilitamiento de otros entes intermedios. Señalan estos que «... cabría plantearse, si en un mapa de entes intermedios tan poblado como el que tenemos (provincias, comarcas, áreas metropolitanas), la potenciación y el desarrollo de estas fórmulas alternativas de cooperación intermunicipal no acabarían desembocando en un claro debilitamiento del papel de algunos de los entes intermedios, así como de su función básica de cooperación y auxilio municipal».

4.3.  Procedimiento

De la lectura de los artículos 44 y 47.2.g) de la LRBRL, 35 y 36 del TRRL y 31 a 38 del RPDT, el procedimiento de constitución de las mancomunidades será el que a continuación se indica:


	
–  Elaboración de los estatutos por los concejales de la totalidad de los municipios promotores de la mancomunidad constituidos en asamblea, con los siguientes contenidos mínimos: los municipios que comprenden, lugar en que radiquen sus órganos de gobierno y administración, el número y la forma de designación de los representantes de los Ayuntamientos que han de integrar los órganos de gobierno de la mancomunidad —estarán integrados por un Presidente, un Vicepresidente que lo sustituya en sus ausencias, el número de Vocales que señalen los estatutos y un Secretario—, los fines de esta, los recursos económicos, el plazo de vigencia, el procedimiento para modificar los estatutos y las causas de disolución.Creemos, sin embargo, de necesario reflejo, además de aquellos otros particulares que determine la normativa autonómica, los referentes a su denominación, funcionamiento interno, requisitos para la adhesión de nuevos miembros y la separación de municipios integrantes, régimen del personal a su servicio, procedimiento de disolución y forma de liquidación de la mancomunidad.

Un tema controvertido ha sido el de la designación de representantes de los municipios mancomunados. Conforme lo indicado, los estatutos deberán recoger el número y forma de designación de los representantes de los Ayuntamientos que han de integrar sus órganos de gobierno. El Tribunal Supremo entiende que no es tema comparable con el de las Comisiones Informativas. Así la Sentencia de dicho Tribunal de fecha 9 de septiembre de 1988 (LA LEY 227-5/1988) declaró en su Fundamento Jurídico quinto: «... aparece como más conforme con el contenido de la resolución administrativa impugnada la doctrina patrocinada por este Tribunal Supremo, en Sentencia de febrero de 1988, en la que se parte de la distinción entre la composición interna de los Ayuntamientos y la designación de sus representantes en otras entidades. Para el primer caso se sigue, obviamente, la postura adoptada por el Tribunal Constitucional en la Sentencia 32/85, de 6 de marzo, pero cuando el Ayuntamiento, como entidad, debe ser representado, su voluntad ha de formarse por el procedimiento regulado en la legislación de régimen local, en la que las decisiones se toman por decisión mayoritaria». También resulta de interés la STSJ de Cantabria de fecha 2 de mayo de 2000, recurso 625/1999 (LA LEY 90345/2000). Se debate en ella cómo debe ser interpretada la cláusula siguiente: «... Cada entidad mancomunada contará con tres vocales designados por sus respectivos Ayuntamientos entre sus miembros a propuesta de los grupos políticos en proporción a su representación en el Ayuntamiento». Las partes debaten el respeto a la proporcionalidad o no del acuerdo impugnado, que contiene la proposición pregonada por los grupos políticos de UPCA, PSOE e IU, de que el sistema de votación directa, conseguido por el apoyo de las tres formaciones políticas, consistente en la propuesta conjunta sobre la composición de los tres representantes de la Mancomunidad, en la forma de 1 del PP, 1 de IU y 1 del PSOE, ya que estos sostienen que así se garantiza mejor el derecho de participación de las minorías, mientras que la parte recurrente, el Grupo Popular, que ostenta la mayoría de los concejales en la Corporación municipal, cuatro de los nueve concejales que lo componen, entiende que siendo la formación política más votada en las elecciones le corresponde dos representantes de los tres a designar en la Mancomunidad de Servicios. El Tribunal Superior estima el recurso planteado por el Grupo Popular, con anulación, por no ajustado al Ordenamiento Jurídico, del acuerdo impugnado. La argumentación que se recoge en el Fundamento Jurídico segundo reza así: «... estas entidades en las que los Ayuntamientos pueden asociarse no son ajenas a la dependencia y, por ello, a la composición de los Ayuntamientos de los Municipios que lo conforman; y obsérvese que las mismas se rigen, en primer lugar por sus Estatutos y que en todo caso los órganos de Gobierno serán representativos de los Ayuntamientos mancomunados..., de ahí que no parece ser otra la finalidad del legislador que la de garantizar una composición equivalente a los órganos colegiados de cada Ayuntamiento y de la Entidad asociativa, pues no se olvide que estas entidades locales no se independizan de forma absoluta de los Municipios asociados, sino que en su actuación conjunta y el espíritu que impregna su creación lo es la ejecución en común de obras y servicios determinados y dentro de sus competencias, por lo que como prolongación de la voluntad de cada uno de los entes Corporativos asociados debe ser la proporcionalidad en relación al número de Concejales que cada grupo tenga obtenido en cada uno de los Ayuntamientos...»

Por su parte, la STJCE de fecha 15 de octubre de 1986 vino a interpretar, con ocasión de litigio planteado como consecuencia de una agrupación de municipios, el apartado 1 del artículo 1 de la Directiva 77/187/CEE del Consejo, de 14 de febrero de 1997, sobre la aproximación de legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de traspasos de empresas, de centros de actividad o de partes de centros de actividad, en el sentido de que el concepto de «transmisión de empresa, de centro de actividad o de parte de un centro de actividad» no se aplica a una cesión de competencias administrativas de un municipio a una agrupación de municipios.

En cuanto se refiere a los recursos económicos de las mancomunidades, elemento de capital importancia para su subsistencia, habrá que estar a lo dispuesto en los artículos 151, 152 y 154 del TRLRHL. Las aportaciones de los municipios que la integran o formen parte de ellas son la principal fuente de ingresos, aunque pueden también establecer y exigir, tasas, contribuciones y precios públicos en relación con los servicios que presten u obras o actividades que realicen.



	
–  Emisión de informe sobre el proyecto de estatutos por las Diputaciones provinciales interesadas.

	
–  Evacuación de los trámites previstos para los Reglamentos. Se dice en el artículo 44.3 de la LRBRL que la normativa autonómica determinará el procedimiento de aprobación de los estatutos. En ausencia de esta o ser la misma incompleta, indicar que, al tener ellos naturaleza jurídica reglamentaria, deberán someterse a los trámites específicos de las Ordenanzas —ampliamente comentados en el epígrafe relativo a clases de potestades, del Capítulo III de este primer bloque de materias, sobre potestades de las Entidades locales  (Véase epígrafe 1-9)—.

	
–  Aprobación de los estatutos por los plenos de todos los Ayuntamientos, acuerdo que habrá de adoptarse con el quorum de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros.



La mayoría de las Comunidades Autónomas han incorporado, en su legislación sobre Régimen local, determinadas especialidades en materia procedimental: Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía (arts. 66 a 77), Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón (arts. 79 a 82), Ley 20/2006, de 15 de diciembre, Municipal de las Illes Balears (arts. 33 a 40), Ley 3/1991, de 14 de marzo, de Entidades Locales de Castilla-La Mancha (arts. 41 a 46), Ley 1/1988, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León (arts. 39 a 41), Ley 7/2013, de 27 de septiembre, de Ordenación, Servicios y Gobierno del Territorio de la Comunidad de Castilla y León (arts. 37, 38 y 43), Decreto 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña (arts. 116 a 122), Ley 7/2015, de 1 de abril, de los municipios de Canarias (art. 63), Ley 17/2010, de 22 de diciembre, de mancomunidades y entidades locales menores de Extremadura (arts. 8 a 18 y 65 a 69), Ley 5/1997, de 22 de julio, de la Administración Local de Galicia (arts. 138 a 144), Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la Comunidad de Madrid (arts. 60 a 74), Ley 6/1988, de 25 de agosto, de Régimen Local de la Región de Murcia (arts. 63 a 66), Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración Local de Navarra (arts. 49 a 52), Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi (art. 103), Ley 1/2003, de 3 de marzo, de Administración Local de La Rioja (arts. 53 a 56), y Ley 21/2018, de 16 de octubre, de mancomunidades de la Comunitat Valenciana (arts. 7 a 11 y 45 a 48). Pero si hay un trámite que es recurrente en toda ella es el de información pública de los estatutos por plazo de un mes —salvo Canarias y Euskadi, que es de 20 días— a efectos de presentación de reclamaciones o sugerencias. Es un trámite coincidente con el previsto en el artículo 49 de la LRBRL, en lo relativo al procedimiento para la aprobación de las Ordenanzas.
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4 Conclusiones


 A pesar del debate político abierto respecto a las Diputaciones provinciales, la LRSAL, último gran intento de reforma local, siguió apostando decididamente por el mantenimiento de las Entidades locales constitucionalmente garantizadas, y ello en detrimento de aquellas otras que no revisten esa condición. Representó la reforma un tímido adelgazamiento del Régimen Local, en cuanto supuso la supresión, como entidades personificadas, de las entidades locales de ámbito territorial inferior al municipio —aunque conserva las existentes—, pero mantuvo el arcaico y, a veces, inoperante, mapa municipal. Es cierto que el municipio está arraigado como ninguna otra entidad en nuestra tradición histórica y es, además, el cauce más cercano de participación ciudadana en la resolución de los problemas públicos, pero también es cierto que las estructuras administrativas que de él emergen desbordan en la mayoría de los casos sus propias capacidades. No olvidemos que muchos municipios tienen una población tan reducida que es insuficiente de atender los más básicos y elementales servicios públicos locales. Queremos decir con ello que le faltó arrojo político para superar lo que es una clara evidencia, el colapso de los municipios. La fusión voluntaria de municipios contemplada en la Ley es un paso demasiado corto para superar la gravísima situación por la que estos atraviesan. Queda pendiente, por tanto, la reforma de la planta municipal para dimensionar en su justa medida el Régimen Local. Habrá que esperar a otra futura reforma para abordar este asunto. Ni siquiera la aguda crisis económica, que sacude con especial virulencia a las Administraciones públicas, hasta incluso socavar sus cimientos, resultó razón suficiente de hacer ver al legislador la inviabilidad de los más pequeños municipios y la necesidad de su supresión, mediante la fusión o integración forzosa con otros de mayor tamaño.

Algunas iniciativas, muy ambiciosas y de extraordinario calado, como el Plan Estatal de Recuperación, con 10 ejes de actuación y 130 medidas contra el reto demográfico, entre las que se encuentra la transición digital, el fomento de la actividad empresarial, el refuerzo de los servicios públicos y el estatuto básico de los pequeños municipios, o la Ley 2/2021, de 7 de mayo, de Medidas Económicas, Sociales y Tributarias frente a la Despoblación y para el Desarrollo del Medio Rural de Castilla-La Mancha, con el blindaje de los servicios públicos esenciales —educativos, sanitarios, sociales...—, ventajas fiscales para la población —desgravaciones por residencia o rehabilitación de viviendas—, y apoyo a las empresas —promoción y financiación de proyectos—, a pesar de suponer un importante esfuerzo de las Administraciones públicas en orden al apuntalamiento de la planta local, no garantiza la supervivencia de los pequeños municipios. Es la propia dinámica social, en este caso el éxodo hacia los grandes núcleos urbanos, la que marca o determina los cambios, sin que el legislador pueda hacer otra cosa, por más empeño que ponga en detenerla o invertirla, que resignarse a ellos. Las oportunidades que brindan las ciudades no son, en absoluto, comparables con los atractivos de los pequeños municipios, por muchos que sean los equipamientos y servicios de que se doten y proyectos e inversiones que se realicen en ellos.

Aquellas Comunidades con amplia implantación de la comarca, como es el caso de Aragón, en la que toda ella está así estructurada, hasta alcanzar el número total de 33, buena parte de los servicios municipales, los más básicos y necesarios, descansan en estas, mitigando así, por esta vía de la intermunicipalidad, las propias carencias municipales, pero tal situación constata o pone de manifiesto la necesidad de otras entidades intermedias que cubran las carencias de los anteriores. Es cierto, sin embargo, que la emergencia de las comarcas supone la desaparición de las mancomunidades de municipios con finalidades coincidentes, y con ello una reducción paralela, por sustitución, de la intermunicipalidad.








Capítulo III Potestades de las Entidades Locales





Documentación relacionada


 Legislación estatal

•  Sobre Régimen Local

Art. 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Art. 4 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

Legislación autonómica

•  Sobre Régimen Local

Art. 5 de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía.

Arts. 3, 78 y 88 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón.

Art. 3 de la Decreto Legislativo 1/2006, de 27 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Comarcalización de Aragón.

Art. 3 de la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears.

Art. 4 de la Ley 8/1999, de 28 de abril, de Comarcas de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

Arts. 30 y 51 de la Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León.

Art. 8 del Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña.

Art. 3 de la Ley 31/2010, de 3 de agosto, del Área Metropolitana de Barcelona.

Art. 66 de la Ley 7/2015, de 1 de abril, de los municipios de Canarias.

Art. 9 de la Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura.

Arts. 5 y 71 de la Ley 17/2010, de 22 de diciembre, de mancomunidades y entidades locales menores de Extremadura.

Art. 6 de la Ley 5/1997, de 22 de julio, de Administración Local de Galicia.

Art. 14 de la Ley 4/2012, de 12 de abril, del Área Metropolitana de Vigo.

Art. 55 de la Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la Comunidad de Madrid.

Arts. 37.1, 47.4 y 353 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración Local de Navarra.

Art. 2.5 y DA Primera de la Ley 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi.

Arts. 3, 52, 68 y 77 de la Ley 1/2003, de 3 de marzo, de la Administración Local de La Rioja.

Arts. 2, 28 y 60 de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen Local de Valencia.

Art. 4 de la Ley 21/2018, de 16 de octubre, de mancomunidades de la Comunidad Valenciana.

Doctrina de interés

Potestades de las Entidades Locales Menores. (LA LEY 1800/2018)

Administración local. (LA LEY 1349/2008)








1 Régimen jurídico


 NORMATIVA DESTACADA Art. 4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.


Es en el artículo 4 de la LRBRL donde se establece la correspondiente previsión normativa, siendo la atribución realizada sustantiva o de contenidos. El diferente tratamiento que otorga dicho precepto a las Entidades locales territoriales e institucionales deriva de la distinta posición que ocupan unas y otras en nuestro Ordenamiento jurídico. Las territoriales vienen reconocidas ya en nuestra Carta Magna, con dotación de personalidad jurídica y autonomía para la gestión de sus intereses, y es precisamente ese reconocimiento y autonomía lo que permite atribuirles todo el bloque de potestades otorgadas a las otras dos grandes Administraciones territoriales —la estatal y autonómica—, reconocidas también al máximo nivel normativo. Las institucionales no han merecido por aquella ese reconocimiento; es el legislador autonómico el que está facultado para hacerlas emerger al mundo de las relaciones jurídicas. La atribución a estas de potestades administrativas habrá de tener directa vinculación con las competencias a ellas asignadas. Las mancomunidades representan una excepción a dicha regla, pues son los Estatutos los que tendrán que definir las potestades atribuidas a las mismas; en su defecto, dispondrán de las precisas para el cumplimiento de sus fines.







2 Concepto


 Conjunto de privilegios y prerrogativas atribuidos a las Entidades locales, en su condición de Administraciones públicas, cuya tenencia es necesaria para el cumplimiento de los fines encomendados.

Se sitúan así las mismas en una posición de dominio con respecto a los particulares que entran en relación con ellas. La posición de igualdad jurídica les impediría el ejercicio de sus propias competencias, con el consiguiente perjuicio para los intereses generales. Fando Loras (1)  señala que «Las potestades públicas son siempre potestades de origen legal por la necesidad de tutelar intereses que sólo la Administración está legitimada para ejercer... La Administración no dispone de otros poderes que los que el ordenamiento jurídico, la Administración, en fin, como origen último del poder, le atribuya».





	 (1) 

	FANDO LORAS, Antonio, Las prerrogativas locales —trabajo contenido en la obra colectiva «Tratado de Derecho Municipal», dirigida por Santiago Muñoz Machado y publicada por la Editorial Civitas en el año 2003, V.I., pág. 715—.


	 Ver Texto 








3 Clases de potestades


 1.  Reglamentaria


DOCUMENTACIÓN RELACIONADA Jurisprudencia


	 STS 64/2021 de 25 de enero, recurso 2793/2019. (LA LEY 231/2021)

	 STC 55/2018, de 24 de mayo. (LA LEY 49410/2018)

	 STSJ del País Vasco 106/2017, de 13 de marzo, recurso 30/2016. (LA LEY 62808/2017)

	 STS de 5 de febrero de 2014, recurso 2986/2012. (LA LEY 20761/2014)

	 STSJ de Cataluña 688/2012, de 9 de noviembre, recurso 426/2009. (LA LEY 231691/2012)

	 STS de fecha 19 de diciembre de 2007, recurso 4508/2005. (LA LEY 322772/2007)

	 STS de 15 de septiembre de 1995, recurso 47/1992. (LA LEY 14718/1995) 

	 STC 214/1989, de 21 de diciembre. (LA LEY 130664-NS/0000) 



Órganos administrativos


	 Tribunal Administrativo de Navarra, resolución 14/2018, de 4 de enero. (LA LEY 253/2018)

	 Tribunal Administrativo de Navarra, resolución 01476/2012, de 7 de marzo. (LA LEY 35987/2012)

	 Tribunal Administrativo de Navarra, resolución 03189/2012, de 16 de mayo. (LA LEY 72563/2012)

	 Tribunal Administrativo de Navarra, resolución 01476/2012, de 7 de marzo. (LA LEY 35987/2012)

	 Tribunal Administrativo de Navarra, resolución 3714/2011, de 11 de abril. (LA LEY 128131/2011)

	 Tribunal Administrativo de Navarra, resolución 09789/2011, de 26 de octubre. (LA LEY 223087/2011)



Consultas


	 Modificación de Ordenanza. (LA LEY 1728/2021)

	 Es necesario que una norma con rango de Ley prevea y habilite que una Ordenanza fiscal tenga efectos retroactivos. (LA LEY 1403/2020)

	 Plazo de aprobación de una ordenanza o reglamento municipal. (LA LEY 1031/2021)

	 No es posible eficacia retroactiva en ordenanzas fiscales que afecten a tributos ya devengados. (LA LEY 543/2021)

	 La aprobación de los Reglamentos municipales debe seguir los mismos trámites previstos para la aprobación de las Ordenanzas. (LA LEY 1385/2019)

	 No son susceptibles de recurso administrativo los instrumentos de planeamiento. (LA LEY 403/2012)



Doctrina de interés


	 El Plan Normativo Anual Municipal. (LA LEY 11270/2019)

	 Sobre el régimen legal del Plan Anual Normativo. (LA LEY 8016/2018)

	 Ordenanzas fiscales y consulta pública previa. (LA LEY 3370/2018)

	 Inconstitucionalidad de determinados preceptos de la Ley de Procedimiento Administrativo Común de 2015. (LA LEY 7907/2018)

	 Iniciativa legislativa y potestad reglamentaria en la Ley 39/2015, tras la STC de 24 de mayo de 2018. (LA LEY 5763/2018)

	 El Reglamento orgánico municipal: ¿solución o problema en los tiempos actuales? (LA LEY 1178/2017)

	 Ejercicio de la potestad reglamentaria en materia de administración electrónica: ventajas e inconvenientes. (LA LEY 20516/2017)

	 De la iniciativa legislativa y de la potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones. (LA LEY 2559/2017)

	 La elaboración de ordenanzas y reglamentos con la Ley 39/2015 del procedimiento administrativo común: problemática local. (LA LEY 8623/2016)

	 Ordenanzas municipales: principios de legalidad y límites; derechos y libertades fundamentales; potestad reglamentaria municipal. (LA LEY 1214/2015)

	 Reglamento orgánico municipal y la potestad de autoorganización de la administración local: su contraste con la normativa estatal y autonómica de régimen local. (LA LEY 1219/2015)

	 Principio de jerarquía (normas). (LA LEY 1095/2011)

	 El procedimiento para la elaboración de las disposiciones administrativas de carácter general. (LA LEY 19188/2011)

	 Ordenanzas urbanísticas. (LA LEY 3305/2008)

	 Ordenanzas de edificación y de urbanización. (LA LEY 5163/2007)



Expedientes

(Incluidos en El Consultor de los Ayuntamientos)


	 Consulta pública previa a la elaboración de disposiciones reglamentarias municipales.

	 Aprobación o modificación de Ordenanzas.

	 Aprobación o modificación de Reglamento.

	 Aprobación o modificación de Disposiciones de carácter general.

	 Plan normativo anual del ejercicio.

	 Aprobación del Reglamento Orgánico.

	 Aprobación del Reglamento Orgánico Municipal de Participación Ciudadana y Transparencia.

	 Aprobación de ordenanza de edificación y urbanización.





1.1.  Régimen jurídico

NORMATIVA DESTACADA Arts. 128 a 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.


Además de la previsión contenida en el artículo 4.1 a) de la LRBRL, encontramos en la normativa sobre Régimen Local otros preceptos sobre la materia. El artículo 55 del TRRL, determina que las Entidades locales, en la esfera de sus competencias, podrán aprobar Ordenanzas y Reglamentos, y los Alcaldes dictar Bandos. Recalca el mismo que, en ningún caso, contendrán preceptos opuestos a las leyes. Como vemos, dicho artículo acota, con un doble límite, las referidas facultades normativas: por un lado, establece que las mismas han de enmarcarse en el ámbito de las competencias atribuidas a las indicadas entidades; y, por otro, que no podrán vulnerar el Ordenamiento jurídico. Por su parte, el artículo 7.1 del RSCL señala que «Las disposiciones acordadas para regir con carácter general revestirán la forma de Ordenanzas o Reglamentos».

Dicha potestad se reconoce, igualmente, a las Entidades locales en la LPAC, que dedica su Título VI a la iniciativa legislativa y a la potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones. Más en particular, su artículo 128 reconoce a los órganos de gobierno locales el ejercicio de la potestad reglamentaria, y ello de acuerdo con lo previsto en la Constitución, los Estatutos de Autonomía y la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, señalando que los reglamentos y disposiciones administrativas no podrán vulnerar la Constitución o las leyes ni regular aquellas materias que la Constitución o los Estatutos de Autonomía reconocen de la competencia de las Cortes Generales o de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas. Matiza a continuación que, sin perjuicio de su función de desarrollo o colaboración con respecto a la Ley, ni unos ni otras podrán tipificar tampoco delitos, faltas o infracciones administrativas, establecer penas o sanciones, así como tributos, exacciones parafiscales u otras cargas o prestaciones personales o patrimoniales de carácter público.

Pero dicha Ley va más lejos todavía. Fija los principios, que cataloga de buena regulación, a través de los cuales deben actuar las Administraciones públicas para el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria: necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia (artículo 129.1 de la LPAC), estableciendo la obligación de las mismas de revisar periódicamente su normativa vigente para adaptarla a tales principios y para comprobar la medida en que las normas en vigor han conseguido los objetivos previstos y si estaba justificado y correctamente cuantificado el coste y las cargas impuestas en ellas (artículo 130.1 de la LPAC).

No podemos ignorar tampoco la previsión contenida sobre la planificación normativa. Señala su artículo 132, que las Administraciones Públicas harán público, anualmente, un Plan Normativo, que contendrá las iniciativas legales o reglamentarias que vayan a ser elevadas para su aprobación en el año siguiente. Una vez aprobado, el Plan Anual Normativo se publicará en el Portal de la Transparencia de la Administración Pública correspondiente. Las razones que sustentan dicha novedad se recogen en la Exposición de Motivos. Según esta se apuesta, en aras de una mayor seguridad jurídica y predictibilidad del Ordenamiento, por mejorar la planificación normativa ex ante, al tiempo que se fortalece la evaluación ex post, puesto que, junto con el deber de revisar de forma continua la adaptación de la normativa a los principios de buena regulación, se impone la obligación de evaluar periódicamente la aplicación de las normas en vigor, con el objeto de comprobar si han cumplido los objetivos perseguidos y si el coste y cargas derivados de ellas estaba justificado y adecuadamente valorado.

1.2.  Objeto

La potestad reglamentaria no hace sino reconocer a las Entidades locales facultades normativas. Es una atribución directamente vinculada al principio de autonomía del que disponen las mismas para la gestión de sus propios intereses y ordenación de su actividad.

1.3.  Características

Cuando hablamos de las características de la potestad reglamentaria, nos estamos refiriendo a varias cuestiones que la acotan y delimitan:

a) Distinción entre actos administrativos y Reglamentos.

Sobre la distinción o diferencias entre actos administrativos y Reglamentos, la STS de 15 de septiembre de 1995, recurso 47/1992 (LA LEY 14718/1995), se alza como magnífica referencia. Señala esta en su Fundamento de Derecho tercero: «El acto administrativo se diferencia del Reglamento en que éste es norma jurídica, y por ello susceptible de aplicación reiterada, mientras que aquél no lo es y sus efectos se producen sólo una vez, agotándose al ser aplicado. Los Reglamentos innovan el ordenamiento, mientras que los actos administrativos aplican el existente. Los reglamentos responden a las nociones de "generalidad" y "carácter abstracto" que señalan, al menos por regla general, a toda norma jurídica mientras que los actos administrativos responden, también por regla general, a lo concreto y singular. El Reglamento es revocable, mediante su derogación, modificación o sustitución, mientras que al acto administrativo le afectan los límites de revocación que impone la Ley como garantía de los derechos subjetivos a que, en su caso, haya podido dar lugar. La ilegalidad de un Reglamento implica su nulidad de pleno derecho, en tanto que la ilegalidad de un acto sólo implica, como regla general, su anulabilidad. Es, por último, principio esencial del Estado de Derecho que las autoridades respeten en su conducta concreta las normas generales que han establecido ellas mismas en forma general (Tu, legem patere quem ipse fecisti), como reconoce el artículo 30 LRJAE, a cuyo tenor, "las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en una disposición de carácter general, aunque aquéllas tengan grado igual o superior a éstas"».

b) Distinción entre Ordenanzas y Reglamentos.

En cuanto a la distinción entre Ordenanzas y Reglamentos, la doctrina encuentra como elemento diferenciador básico su distinto ámbito de efectos: las primeras regulan materias que afectan a la colectividad, a los ciudadanos, tales como las urbanísticas, fiscales, de aprovechamiento de bienes de dominio público o comunales, de policía, de prestación de servicios públicos, etc; y los segundos, por el contrario, se dirigen hacia el interior de los entes locales, y tratan aspectos organizativos y de funcionamiento de los diferentes servicios. Quizá la distinción más clara y determinante viene de la mano de Toscano Gil (1) , quien señala «la ordenanza es la norma local reguladora de las relaciones ad extra, esto es, la que se ocupa de la actividad externa del ente local, incluyendo las relaciones de éste con los ciudadanos, mientras que el reglamento es la norma local que interviene en las relaciones ad intra del ente local, esto es, las relativas a la regulación de las cuestiones de organización, potestad doméstica y servicio público». A nivel normativo traemos a colación, por el adecuado reflejo de las indicadas determinaciones, la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración Local de Navarra, en cuyo artículo 324.1 señala: «Las disposiciones generales emanadas de las entidades locales en ejercicio de la potestad reglamentaria y en el ámbito de su competencia adoptarán la forma de Reglamentos, si tuvieren por objeto regular la organización y funcionamiento de la Administración local, y, en otro caso, de Ordenanzas».

c) Limitaciones establecidas para el ejercicio de la potestad normativa.

Respecto al alcance de las limitaciones establecidas para el ejercicio de esta potestad normativa, resulta de imprescindible consulta la doctrina jurisprudencial. La STS de fecha 20 de mayo de 1992 (LA LEY 5083/1992) ha declarado en su Fundamento Jurídico tercero: «La... autonomía local ha sido configurada definitivamente por la Ley 7/1985, de 8 de abril..., como una autonomía subordinada a las potestades del Estado y las Comunidades Autónomas, puesto que los entes locales han de cumplir las leyes emanadas de ambos. De ello se deduce sin duda alguna que los reglamentos y ordenanzas locales, por su rango reglamentario, se encuentran subordinados a las leyes...». Y esa subordinación debe ser, tal y como señala la STS de fecha 12 de noviembre de 1997, recurso 7668/1992 (LA LEY 156/1998), tanto a la Ley orgánica como a la ordinaria. Por su parte, la Sentencia de ese mismo Tribunal de fecha 23 de octubre de 1992 (LA LEY 5314-5/1993) declara en su Fundamento Jurídico segundo: «El uso de la potestad reglamentaria por parte de los entes locales..., exige, en todo caso, el respeto al principio de jerarquía normativa». Más contundente y precisa resulta a este particular la STS de fecha 5 de julio de 2006, recurso 10384/2003 (LA LEY 100377/2006). Señala esta que «… la Ordenanza… en cuanto supone el desarrollo de las previsiones de otras normas…, queda sujeta al principio de jerarquía normativa, que resulta de la articulación de tales normas y que no supone desconocer el ámbito de las competencias municipales y su relación en tal sentido con las normas autonómicas y estatales de acuerdo con el principio de competencia, pues este no excluye la relación jerárquica cuando, como sucede en este caso, la norma municipal ha de respetar las previsiones de la norma estatal que desarrolla, sin perjuicio de que, respetadas tales previsiones, el contenido de la norma municipal en cuanto responda al ejercicio de las competencias municipales deba examinarse desde tal perspectiva…». La reciente STSJ de Galicia 529/2020, de 13 de octubre, que analiza si la Ordenanza reguladora de la emisión de ruidos, vibraciones y condiciones de locales puede permitir la organización de actuaciones de música en directo en bares, cafeterías, restaurantes…, acoge muy bien dicho principio, al indicar que «… al permitir de forma general estas actividades, sin límites temporales, cuantitativos o umbrales que concreten el concepto de escasa incidencia o entidad, no se puede considerar que la regulación municipal se pueda amparar en el artículo 41 bis 2 de la Ley 10/2017, implicando de facto una modificación de las características tipológicas del catálogo aprobado por Administración autonómica, por considerarlo desfasado, modificación para la que carece de competencia, y que entraña la inobservancia de la normativa autonómica, además de la contravención de una norma legal de rango superior, como es la Ley 9/2013». En cuanto a si una norma de tipo reglamentario, como es una Ordenanza local, puede incorporar nuevas reglas de Derecho al Ordenamiento, la STS inicialmente referida (LA LEY 5083/1992) señala en su Fundamento Jurídico segundo que «... puede añadir dichas reglas en el sentido de aclarar, desarrollar y concretar los preceptos legales, dictar normas de procedimiento, y regular la organización, cuestiones todas ellas que forman parte del contenido de los reglamentos e indirectamente inciden en los derechos y deberes de los ciudadanos lo que pueden hacer, incluso condicionándolos. Pero ello es cosa distinta de que sobrepasen el modo como ha delimitado la Ley la esfera jurídica de los particulares, definiendo los derechos subjetivos y los deberes y los requisitos necesarios para ser titulares de aquellos derechos. Esta última es una cuestión propia de la Ley, a no sobrepasar por una norma reglamentaria como es la ordenanza local». Pero si hay una limitación de especial trascendencia es la necesidad de existencia de habilitación específica de la Ley para imponer, mediante Ordenanza, obligaciones y deberes a los ciudadanos o la limitación de sus derechos. Sobre este particular hemos de referirnos a la STS de fecha 15 de noviembre de 1983 (LA LEY 8282-JF/0000). En el Fundamento Jurídico séptimo de la Sentencia apelada —que es aceptado por el Tribunal Supremo— se declara: «Que la doctrina científica viene incluyendo como materias importantes que han de ser objeto de regulación por la Ley, entre otras, la propiedad, y afirmando que toda norma imperativa impuesta a un ciudadano, que afecte a cualquier porción patrimonial, limitación o intervención sobre la propiedad y bienes, debe ser objeto de una Ley y no entra en las posibilidades del Reglamento; y asimismo de la potestad reglamentaria de la Administración, cuando se trate de cuestiones que aun siendo administrativas, implican para los ciudadanos como tales, la imposición de obligaciones y deberes o la limitación de sus derechos, se entiende que una norma previa con rango de Ley es siempre necesaria; para regular esta materia, no bastará invocar la genérica potestad reglamentaria, sino que además de esa potestad es preciso una habilitación específica, caso por caso, de la Ley; la Constitución española de 1987, reconociendo el derecho a la propiedad privada en el artículo 33, al destacar su función social sujeta a la Ley la delimitación de su contenido».

Es, sin embargo, la STS de fecha 15 de octubre de 1997, recurso 446/1990 (LA LEY 11659/1997) la que mejor recoge los perfiles definitorios del Reglamento. Señala en el Fundamento de Derecho primero: «El Reglamento, en cuanto norma jurídica emanada de la Administración, tiene un valor subordinado a la ley a la que complementa. Por ser el reglamento norma jurídica de colaboración, debe distinguirse entre la normación básica de las cuestiones fundamentales que siempre corresponde a la ley, y aquellas otras necesarias pero secundarias para la puesta en práctica de la ley: los reglamentos. Por medio de la potestad reglamentaria, la Administración participa en la elaboración del ordenamiento jurídico, de suerte que la norma emanada de la Administración (el reglamento) queda integrada en aquél. Pero la potestad reglamentaria no es incondicionada, sino que está sometida a la Constitución... y a las leyes... Por el sometimiento del reglamento al bloque de legalidad, es controlable por la jurisdicción contencioso-administrativa...., a la que corresponde —cuando el reglamento es objeto de impugnación— determinar su validez o ilegalidad...».

Por último, hemos de hacernos eco también de la importante STS de fecha 30 de enero de 2008, recurso 1343/2004 (LA LEY 20950/2008) en la que se señala que si las Entidades locales poseen potestad reglamentaria otorgada mediante Ordenanza, «… es obvio que podrán ejercer esas competencias por ese medio y en relación con las atribuidas a las Comunidades Autónomas siempre que estas no las hayan utilizado, y que el uso que de ellas se haga no contravenga lo establecido legalmente, para de este modo realizar las actividades complementarias de otras Administraciones Públicas a que se refiere el artículo 28 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local. Así se hace efectiva la autonomía local constitucionalmente reconocida puesto que de otro modo la Corporación no estaría cumpliendo con la ineludible obligación que le vincula a atender las necesidades propias de los vecinos».


ATENCIÓN!!! A tenor de lo dispuesto en el artículo 128.3 de a LPAC, las disposiciones administrativas se ajustarán al orden de jerarquía que establezcan las leyes, sin que ninguna de ellas pueda vulnerar los preceptos de otra de rango superior.

Se infiere de ello que las Ordenanzas y Reglamentos municipales deben observar no solo las determinaciones establecidas en las leyes estatales y autonómicas que resulten de aplicación, según el reparto competencial existente, sino también las contenidas en las normas reglamentarias dictadas por las mismas. Es de particular interés la STS de fecha 8 de junio de 1992 (LA LEY 4151/1992), que declara «… los Reglamentos Estatales que tengan carácter general (como es el caso del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto n.o 1372/1986, de 13 de junio), tienen prioridad sobre los Reglamentos Locales».



d) Observancia de los principios de buena regulación.

Por lo que se refiere a los principios de buena regulación —necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia—, indicar que deben quedar plenamente justiciados en la exposición de motivos o preámbulo del proyecto de Reglamento, sin cuyo concurso podrá llevarse a cabo el ejercicio de la potestad reglamentaria (artículo 129.1 de la LPAC). Cuando la iniciativa normativa afecte a los gastos e ingresos presentes o futuros, se deberán cuantificar y valorar sus repercusiones y efectos, y supeditarse el cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera (artículo 129.7).

Como corolario de lo expuesto, tres son los principios que han de presidir, en los términos indicados, el ejercicio de la potestad normativa reglamentaria local: «reserva de ley», «legalidad» y «jerarquía normativa». Su observancia es presupuesto básico para validar la actuación que emane de la correspondiente entidad.

1.4.  Clasificación

Pueden establecerse distintas clasificaciones de los reglamentos u ordenanzas, en función del criterio que se adopte, tal como la entidad de la que emergen, objeto o finalidad, procedimiento de elaboración, órgano que los aprueba… Nos inclinamos, sin embargo, por ofrecer la vinculada a su objeto regulatorio —la más clarificadora a nuestro entender—, resultando de ella la siguiente:

	
–  Reglamentos orgánicos.



ATENCIÓN!!! Conforme al artículo 123.1 c) de la LRBRL, tendrán, en todo caso, naturaleza orgánica, los siguientes Reglamentos:


	
–  La regulación del Pleno.

	
–  La regulación del Consejo Social de la ciudad.

	
–  La regulación de la Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones.

	
–  La regulación de los órganos complementarios y de los procedimientos de participación ciudadana.

	
–  La división del municipio en distritos, y la determinación y regulación de los órganos de los distritos y de las competencias de sus órganos representativos y participativos.

	
–  La regulación del órgano para la resolución de las reclamaciones económico-administrativas.



Con carácter previo, el artículo 70 bis impone a los Ayuntamientos el establecimiento y regulación, en normas de carácter orgánico, procedimientos y órganos adecuados para la efectiva participación de los vecinos en los asuntos de la vida pública local.




	
–  Reglamentos de régimen interior: organización, personal, procedimiento, etc.

	
–  Reglamentos de honores, distinciones, protocolo y ceremonial.

	
–  Ordenanzas reguladoras de prestación de servicios públicos.




ATENCIÓN!!! En cuando a los contenidos de las Ordenanzas reguladoras de prestación de servicios públicos, la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, señala, en su artículo 30, que deberá contener, al menos, lo siguiente:


	
–  Alcance, carácter, contenido y regularidad de la prestación que incluya.

	
–  Forma de financiación del servicio, especificando, cuando estén previstas aportaciones de los usuarios, si se establecen o no diferencias económicas en beneficio de las personas o de los grupos sociales de menor capacidad económica o merecedoras de especial protección.

	
–  Modalidades de gestión y sanciones que se puedan imponer al prestador.

	
–  Estándares de calidad del servicio.

	
–  Derechos y deberes de los usuarios.

	
–  Régimen de inspección y de valoración de calidad de cada servicio.






	
–  Ordenanzas de policía: salubridad, seguridad pública, convivencia ciudadana, conservación de terrenos, construcciones y edificios...

	
–  Ordenanzas de uso y conservación de caminos públicos.

	
–  Ordenanzas fiscales.

	
–  Ordenanzas generales de gestión, recaudación e inspección tributaria.

	
–  Ordenanzas de prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario.




ATENCIÓN!!! Las Ordenanzas reguladoras de las prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario a que se refiere el artículo 20.6 del TRLRHL, en relación con lo dispuesto en la disposición adicional primera de la LGT, al regular, como de su propia denominación se infiere, una prestación de carácter no tributario, seguirán el procedimiento de aprobación general, y no el previsto para las ordenanzas fiscales.

Es preciso recabar, no obstante, informe preceptivo de las Administraciones públicas a las que el Ordenamiento jurídico les atribuye alguna facultad de intervención sobre las mismas, como son las Comisiones Autonómicas de Precios. A este respecto debe tenerse en cuenta el Real Decreto 2695/1977, de 28 de octubre, sobre normativa en materia de precios.




	
–  Ordenanzas urbanísticas: urbanización y edificación.

	
–  Ordenanzas de aprovechamientos de bienes comunales.

	
–  Ordenanzas de transparencia.

	
–  ...



Esta sencilla clasificación, que no tiene otra trascendencia que la puramente didáctica, pone de manifiesto, sin embargo, la amplitud de la capacidad normativa de las Entidades locales, que se extiende a todos los ámbitos de su actividad, y cuyo mejor reflejo queda patente en el Capítulo V de este libro, relativo a las competencias propias municipales.

1.5.  Procedimiento

En cuanto al procedimiento para la aprobación de las Ordenanzas, habrá que estar a lo dispuesto en el artículo 49 de la LRBRL. Nada dice, sin embargo, la normativa local sobre el aplicable a los Reglamentos, por lo que, ante el silencio de la misma, será el previsto para las Ordenanzas. Tanto en uno como otro caso, es decir para la aprobación de Ordenanzas y Reglamentos, será también de aplicación lo dispuesto en los artículos 129, 131 y 133 de la LPAC. De la lectura conjunta de los preceptos citados, así como de otras normas que resultan de aplicación, podemos establecer la siguiente ordenación procedimental:


	
–  Decisión sobre incoación de procedimiento (artículo 58 de la LRBRL).

	
–  Participación ciudadana, a través de consulta, audiencia e información públicas, con el fin de conocer la opinión de los sujetos y organizaciones afectadas sobre la correspondiente materia y recabar aportaciones y sugerencias (artículos 129.5 y 133 de la LPAC). Se pretende con ello dar cumplimiento, por primera vez, a la previsión constitucional contenida en el artículo 105, letra a) de la CE, relativa a que la ley regulará la audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones o asociaciones reconocidas por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten —en expresión recogida en la misma, los potenciales destinatarios de la norma deben tener una participación activa en su elaboración—. La consulta se sustanciará a través del portal web de la Administración competente en la que se recabará la opinión de los sujetos y de las organizaciones más representativas potencialmente afectados por la futura norma acerca de los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa, la necesidad y oportunidad de su aprobación, los objetivos de la norma, y las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. Sin perjuicio de la consulta previa a la redacción del texto de la iniciativa, cuando la norma afecte a los derechos e intereses legítimos de las personas, el centro directivo competente publicará el texto en el portal web correspondiente, con el objeto de dar audiencia a los ciudadanos afectados y recabar cuantas aportaciones adicionales puedan hacerse por otras personas o entidades. Asimismo, podrá también recabarse directamente la opinión de las organizaciones o asociaciones reconocidas por ley que agrupen o representen a las personas cuyos derechos o intereses legítimos se vieren afectados por la norma y cuyos fines guarden relación directa con su objeto.



Pero los indicados trámites de consulta, audiencia e información públicas no son una regla absoluta, de obligada observancia siempre, sino que admiten excepciones. Podrá prescindirse de los mismos en el caso de normas presupuestarias u organizativas de la Administración General del Estado, la Administración autonómica, la Administración local o de las organizaciones dependientes o vinculadas a estas, o cuando concurran razones graves de interés público que lo justifiquen. Podrá omitirse, igualmente, la consulta pública cuando la propuesta normativa no tenga un impacto significativo en la actividad económica, no imponga obligaciones relevantes a los destinatarios o regule aspectos parciales de una materia.


ATENCIÓN!!! El Título VI de la LPAC, relativo a la iniciativa legislativa y potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones, concretamente los artículos 129, 130, 132 y 133, quedan afectados por la STC 55/2018, de 24 de mayo (LA LEY 49419/2018), que los declara, total o parcialmente, contrarios al orden constitucional de reparto de competencias y, por tanto, inaplicables a las Comunidades Autónomas, sin llegar a considerar sus efectos sobre las Entidades locales. Se apoya tal declaración en que la regulación realizada por la Ley excede de lo que debe reputarse bases de las Administraciones públicas.

En lo que atañe al artículo 133 de la LPAC, referente a la participación ciudadana en el procedimiento de elaboración de tales normas, dicha Sentencia lo declara contrario al orden constitucional de competencias —salvo el primer inciso de su apartado 1 y el primer párrafo de su apartado 4, por reputarse bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas—, resultando el mismo, como decimos, inaplicable a las Comunidades Autónomas. Sus previsiones son de carácter procedimental, que desbordan el ámbito de lo básico, vulnerando por ello el ámbito competencial de las mismas.

Habrá que estar, en consecuencia, a lo dispuesto en el artículo 133 citado, en el inciso y párrafo que mantienen el carácter de legislación básica, y a lo dictado por las Comunidades Autónomas en cuanto al resto y, en caso de ausencia regulatoria de estas, a las previsiones de la LPAC, que actuaría como normativa supletoria.



También la normativa autonómica acoge la participación pública en la elaboración de reglamentos. Valga como ejemplo la Ley 12/2019, de 12 de marzo, de consultas populares y procesos participativos de las Illes Balears —de aplicación a la Administración autonómica, insular y local—, en cuyo artículo 38.1 se establece que los instrumentos normativos de carácter reglamentario se someterán con carácter general a un proceso de participación ciudadana en su fase de elaboración.

Hay que indicar, sin embargo, que la participación ciudadana en la elaboración disposiciones de tipo reglamentario, que aparece ahora como novedad en la LPAC, ya tenía su reflejo en los artículos 49 b) y 70 bis de la LRBRL y 15 a 19 del TRLRHL, con especial visibilidad en el artículo 70 bis citado, en cuyo apartado segundo se otorga a los vecinos la posibilidad de ejercer la iniciativa popular presentado propuestas de acuerdo o actuaciones o proyectos de reglamentos en materias de la competencia municipal. Es esta la máxima expresión participativa en el citado ámbito, muy superior a la que se plasma en la LPAC, al dejarse en manos de los vecinos no solo la toma de la iniciativa, sino la elaboración del propio proyecto de reglamento.


	
–  Elaboración del proyecto de Ordenanza o Reglamento o, en su caso, incorporación al proyecto o anteproyecto elaborado las aportaciones y sugerencias planteadas. En su exposición de motivos o preámbulo debe quedar suficientemente justificada su adecuación a los principios de buena regulación: necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia (artículo 129.1 de la LPAC), y en los términos resultantes de tal precepto.

	
–  Publicación en el Portal de Transparencia del proyecto de Ordenanza o Reglamento [artículo 7 c) LTBG].

	
–  Emisión de informes por Secretaría y, en su caso, Intervención [artículos 3.3 d).1º y 4.1 b) 6º del RJFHN, respectivamente].

	
–  Dictamen de la correspondiente Comisión Informativa (artículos 123.1 del ROF).

	
–  Aprobación provisional por el Pleno del proyecto de Ordenanza o Reglamento. Conforme a lo determinado en el citado artículo 49 y en el 22.2 d), 33 b) y 123.1 d) de la LRBRL resulta la competencia de dicho órgano, que lo hará por mayoría simple. Únicamente es delegable la referida competencia, a tenor de lo dispuesto en el apartado tercero del expresado artículo 123, en las Entidades de gran población y siempre que sea a favor de las Comisiones de estudio, informe o consulta y seguimiento de la gestión de los órganos de gobierno.



Respecto a la competencia en los municipios de gran población, la STS 64/2021 de 25 de enero, recurso 2793/2019 (LA LEY 231/2021), señala que el Pleno, configurado como órgano de máxima representación política, debate y control, pero también como órgano administrativo, que ejerce la potestad reglamentaria sobre todas las materias, puede regular también aquellas cuyo ejercicio es competencia de los órganos ejecutivos, administrativos y de gobierno, en particular de la Junta de Gobierno Local.

– Información pública y audiencia los interesados por plazo mínimo de treinta días —que serán hábiles, a tenor de lo dispuesto en el artículo 30.2 de la LPAC, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los declarados festivos— para la presentación de reclamaciones y sugerencias.

Este trámite, que puede resultar redundante con el previsto en la fase previa ya analizada, la relativa a la participación ciudadana, ya que tiene una similar finalidad, conocer la opinión y sugerencias de los sujetos afectados, y puede, además, ser contrario a los principios de celeridad y simplificación administrativa en la ordenación del procedimiento (artículos 71 y 72 de la LPAC), ha merecido que la doctrina exprese su crítica sobre el inadecuado marco regulatorio. Boix Palop (2)  sostiene que «… urge una adaptación de la ley de bases del régimen local en este punto a la nueva legislación básica que aclare cómo desarrollar para la redacción de reglamentos a escala local el precepto a fin de dotar de seguridad jurídica a los municipios y evitar anulaciones por cuestiones formales en los tribunales, caso de que se desarrollen pautas que éstos luego desaprueben» señalando a continuación que «en ausencia de esta integración ha de ser cada ente local quién determine cómo operar, y parece razonable que lo haga completando el trámite tradicional para el mundo local con las nuevas exigencias de la ley de procedimiento administrativo, sin necesidad de duplicar el trámite, pero desplegándolo en los tiempos y de acuerdo con las nuevas reglas».

Sobre esta aparente duplicidad de trámites, hemos de traer a colación el informe de la Dirección General de Tributos de fecha 10 de enero de 2018, que, aunque referido al de consulta previsto en el artículo 17 del TRLRHL en relación con el del 133 de la LPAC, pero perfectamente trasladable al procedimiento aquí analizado, hace esta importante precisión: son dos trámites distintos y que se realizan en dos momentos de tiempo diferentes. El trámite de consulta previa tiene lugar con carácter previo a la elaboración del proyecto o anteproyecto de ley o de reglamento y se sustancia a través del portal wed de la Administración competente; mientras que el trámite de participación ciudadana del artículo 17 del TRLHL tiene lugar posteriormente, una vez elaborada y aprobada la redacción provisional de la ordenanza.

Resolución de las reclamaciones y sugerencias que, en su caso, se hubieren presentado dentro del referido plazo y aprobación definitiva por el Pleno, que lo hará, igualmente, por mayoría simple. La Ley 11/1999, de 21 de abril, de modificación de la LRBRL, introdujo una necesidad ya advertida por las Entidades locales, consistente en que el acuerdo se entenderá definitivamente adoptado para el caso de inexistencia de reclamaciones o sugerencias.

– A los indicados trámites habrá que añadir el que deriva del artículo 70.2 de la LRBRL —reproducido en el 196.2 del ROF—, que impone la necesaria publicación de las Ordenanzas ya aprobadas en el Boletín Oficial de la Provincia. Se establece en este, además, que las mismas no entrarán en vigor hasta que se haya publicado íntegramente su texto y haya transcurrido el plazo previsto en el artículo 65.2 —quince días hábiles—. Dicho plazo, según reza tal precepto, se computará a partir de la recepción de la comunicación del acuerdo por la Administración del Estado o Comunidad Autónoma, plazo que es coincidente con el otorgado a dichas Administraciones para que, en el caso que consideren que el acto o acuerdo infrinja, en el ámbito de sus respectivas competencias, el Ordenamiento jurídico, requiera a la Entidad local para que lo anule. La STS de fecha 25 de febrero de 2011, recurso 8/2010 (LA LEY 3810/2011) fija al particular la siguiente doctrina legal: «A los efectos del artículo 65.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, el cómputo del plazo de quince días para formular el requerimiento previo se computará a partir de que la Administración estatal o autonómica reciban de la Entidad local la comunicación del acuerdo, en cumplimiento de lo establecido en el art. 56.1 de la Ley».

Tal previsión engarza con la contenida en el artículo 131 de la LPAC. Señala este que las normas con rango de ley, los reglamentos y disposiciones administrativas deberán publicarse en el diario oficial correspondiente para que entren en vigor y produzcan efectos jurídicos, determinando a continuación que, de manera facultativa, las Administraciones Públicas podrán establecer otros medios de publicidad complementarios.

ATENCIÓN!!! La Ley 5/2002, de 4 de abril, reguladora de los Boletines Oficiales de las Provincias, establece, en su artículo 1, que en dicho Boletín se publicarán, entre otros, las disposiciones de carácter general y las ordenanzas.


– Publicación de la Ordenanza o Reglamento vigente en el Portal de Transparencia (artículo 5.1 LTBG).

Esta ordenación procedimental es sustancialmente coincidente con la contenida en la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, y en la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración Local de Navarra, que establecen, en sus artículos 140 y 141 y 325 y 326, respectivamente, igual procedimiento para la elaboración y entrada en vigor de Ordenanzas y Reglamentos. La novedad más importe se encuentra en la primera de tales normas y consiste, anticipándose a la regulación introducida por la LPAC, en la necesidad de conceder audiencia previa a las asociaciones vecinales y de defensa de los consumidores y usuarios establecidos en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma cuyos fines guarden relación directa con el objeto de la disposición.

Con la más completa y acertada regulación contenida en el Título VI de la LPAC en materia de reglamentos queda superada la recurrente decisión de acudir, respecto al procedimiento para su elaboración, a la aplicación de la LG. Así lo ha sostenido también la Enciclopedia La Administración Práctica (3)  —haciéndose eco de criterio judicial y de tratadistas de Derecho Administrativo, tales como Eduardo García de Enterría y Tomás-Ramón Fernández—, que entendía habría que estar, por aplicación supletoria, a lo dispuesto en la LG (artículo 24). Se exigía en este y como actuaciones más fundamentales: la elaboración de un proyecto de reglamento; la emisión de informe sobre la necesidad y oportunidad del mismo; la elaboración de una memoria económica; la emisión de informes y dictámenes preceptivos y de aquellos estudios y consultas que se estimen oportunas; y la evacuación, en su caso, de trámite de audiencia a los ciudadanos. Tras la reforma introducida por la LRJSP en el Título V de la LG, el procedimiento de elaboración de reglamentos queda ahora recogido en el artículo 26, cuyos términos tienen un cierto paralelismo a la regulación del Título VI de la LPAC, aunque lógicamente con las oportunas adaptaciones en atención al origen y naturaleza de los mismos.


ATENCIÓN!!! Conforme al artículo 112.3 de la LPAC, contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabe recurso en vía administrativa.

Se concluye de lo anterior, en conexión con lo dispuesto en los artículos 10.1 b) y 46.1 de la LJCA, que, contra la aprobación definitiva de las Ordenanzas o Reglamentos, se podrá interponer, ante la correspondiente Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia, recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar del día siguiente a la publicación del anuncio en el BOP. La publicación que se realice deberá expresar el mencionado recurso (artículos 40.2 y 45.2 de la LPAC).



Sobre la actualización de Ordenanzas y Reglamentos, hemos de traer a colación la disposición adicional segunda de la Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura, que establece, en aras a hacer efectiva la actualización de las disposiciones normativas locales y la seguridad jurídica, que las Ordenanzas y Reglamentos municipales y provinciales podrán habilitar al Alcalde o Presidente o, en su caso, a la Junta de Gobierno Local, para que proceda a insertar en tales disposiciones normativas cualquier tipo de modificación que responda exclusivamente a cambios legales que deban ser aplicados obligatoriamente y que comporten una alteración de requisitos o adecuación automática de cuantías o porcentajes, lo cual se hará constar expresamente. De tales modificaciones se dará cuenta inmediatamente al Pleno de la Entidad local a efectos de su ratificación. Se trata, en definitiva, agilizar la tramitación administrativa, sin necesidad de someter tales disposiciones al largo y complejo iter procedimental.

Respecto a la derogación de los reglamentos, resulta interesante la STS de fecha 23 de junio de 2010, recurso 4410/2007 (LA LEY 114281/2010). En contra de lo sostenido por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, que mantenía que «... la derogación de un reglamento en tanto en cuanto es una norma jurídica exige el mismo procedimiento que para su aprobación y a falta de una norma específica al respecto debe acudirse al procedimiento general que para la aprobación de las normas reglamentarias en el ámbito local se regula en el artículo 49 de la Ley 7/1985, Reguladora de las Bases de Régimen Local, con las adaptaciones que en su caso sean necesarias por la eficacia administrativa de este tipo de normas», se declara en el Fundamento de Derecho cuarto de dicha Sentencia que «... si bien es cierto, que la elaboración de los distintos reglamentos locales —reglamentos orgánicos, ordenanzas locales en general, planes de urbanismo y bandos— se ajustarán a su ordenación específica, nunca se podrá prescindir de las garantías establecidas en la reglamentación del procedimiento administrativo común y de forma singular de su publicación, según establece el artículo 52.1 de la Ley 30/1992, en concordancia con el artículo 2.1. del Código Civil, pero una cosa es que se aplique correctamente su normativa específica y otra, como sucede en el caso que enjuiciamos, se exija para su derogación —no modificación— una normativa propia y específica para la aprobación de las ordenanzas locales contempladas en los artículos 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 56 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, y 15, 16 y 17 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo». Concluye tal fundamentación señalando que «... la derogación del Reglamento del Servicio Municipal de Recaudación, acordado por el Pleno municipal en virtud de las facultades que le confieren los artículos 22.2 d) y 47 g), fue conforme a derecho, pues en el presente caso, resulta del expediente —folio 39— que el acuerdo impugnado se expuso al público en la Secretaría del Ayuntamiento por término de treinta días a partir de su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia, a fin de que los interesados puedan examinar el expediente y presentar las reclamaciones que consideran procedentes».


EJEMPLO PRÁCTICO

El Ayuntamiento… pretende aprobar la Relación de Puestos de Trabajo, existiendo dudas si dicha Relación deben considerarse como un acto administrativo o, por el contrario, como una disposición de carácter general y, en tal caso, sí debe seguirse, para su aprobación, el cauce procedimental establecido para los Reglamentos.

Fundamentos que sustentan la respuesta:


	
–  El asunto ha sido objeto de discusión y debate por los Tribunales de Justicia, con fijación de posturas que, más que a despejar dudas, han contribuido, a añadir otras nuevas. En ocasiones acercaban la RPT a los actos administrativos y en otras a las disposiciones de carácter general.

	
–  El asunto lo resuelve la STS de 5 de febrero de 2014, recurso 2986/2012 (LA LEY 20761/2014), rectificando jurisprudencia precedente sentada por el mismo. Considera dicho Tribunal que la RPT es, a todos los efectos, un acto administrativo, señalando textualmente «… la RPT no es un acto ordenador, sino un acto ordenado, mediante el que la Administración se autoorganiza, ordenando un elemento de su estructura como es el del personal integrado en ella.



En tal sentido la función jurídica de la RPT no es la de ser norma de ordenación general y abstracta de situaciones futuras, sino la de ser un acto-condición, mediante el que, al establecer de modo presente y definitivo el perfil de cada puesto, este opera como condición y como supuesto de hecho de la aplicación al funcionario que en cada momento lo sirve de la norma rectora de los diversos aspectos del estatuto funcionarial».

Resulta de lo anterior que la RPT que pretende aprobar el Ayuntamiento debe someterse a las previsiones y trámites procedimentales reservados exclusivamente para ella —artículos 22.2 i) de la LRBRL, 37 y 74 del EBEP, preceptos de la normativa sobre función pública de la correspondiente Comunidad Autónoma que resulten de aplicación, etc— y no los específicamente reservados para los Reglamentos.



1.6.  Ordenanzas fiscales, urbanísticas y de utilización e bienes comunales

1.6.1.  Consideraciones previas

Las Ordenanzas fiscales, las urbanísticas y las relativas a utilización de los bienes comunales tienen, en la normativa vigente, un tratamiento específico, y regulan, respectivamente, materias que afectan a los tributos locales, a la edificación y urbanización y al disfrute y aprovechamiento de los bienes comunales. No obstante, lo indicado, deberán dejar penetrar en las mismas los principios —acomodados a la singularidad de la materia o fines perseguidos— y trámites procedimentales resultantes de la nueva regulación. Nos referiremos a continuación a cada una de ellas.

1.6.2.  Ordenanzas fiscales

1.6.2.1.  Régimen jurídico

Conforme a lo establecido en el artículo 106.2 de la LRBRL, la potestad reglamentaria de las Entidades locales en materia tributaria se ejercerá a través de Ordenanzas fiscales reguladoras de sus tributos y de Ordenanzas generales de gestión, recaudación e inspección.

1.6.2.2.  Procedimiento

El artículo 111 de la LRBRL determina que los acuerdos de establecimiento, supresión y ordenación de tributos locales, así como las modificaciones de las correspondientes Ordenanzas fiscales, serán aprobados, publicados y entrarán en vigor, de acuerdo con lo dispuesto en las normas especiales reguladoras de la imposición y ordenación de tributos locales, sin que les sea de aplicación lo previsto en el artículo 70.2 en relación con el 65.2 de esta Ley. Habrá que estar, por tanto, a lo dispuesto, entre otros, en los artículos 15 a 19 del TRLRHL, y ahora también, tal y como se ha indicado anteriormente, a las previsiones contenidas en los artículos 129, 131 y 133 de la LPAC —a cuyas explicaciones nos remitimos en orden a evitar repeticiones—, de los que resulta que las Entidades locales tendrán que evacuar, en el supuesto de imposición y ordenación de tributos, el siguiente procedimiento:


	
–  Decisión sobre incoación de procedimiento (artículo 58 de la LRBRL).

	
–  Participación ciudadana. Deberá recabarse la opinión de los sujetos y organizaciones potencialmente afectadas por la iniciativa, a través de consulta, audiencia e información públicas, en los términos con anterioridad expuestos (artículo 133 LPAC).



Sobre este asunto resulta de especial interés el informe de la Dirección General de Tributos de fecha 10 de enero de 2018, en el que se señala que «el trámite de consulta previa establecido en el artículo 133 de la Ley 39/2015 no tiene equivalente en el TRLRHL, dado el carácter ex novo del mismo, y no puede considerarse incluido en el trámite de participación ciudadana regulado en el artículo 17 del TRLRHL, ya que son dos trámites distintos y que se realizan en dos momentos de tiempo diferentes: el trámite de consulta previa tiene lugar con carácter previo a la elaboración del proyecto o anteproyecto de ley o de reglamento y se sustancia a través del portal wed de la Administración competente; mientras que el trámite de participación ciudadana del artículo 17 del TRLRHL tiene lugar posteriormente, una vez elaborada y aprobada la redacción provisional de la ordenanza fiscal y no se realiza por medios electrónicos, sino mediante su exposición en el tablón de anuncios de la Entidad Local y su publicación en el boletín oficial correspondiente. En consecuencia en el procedimiento de aprobación de ordenanzas fiscales debe incluirse el trámite de consulta pública previa regulado en el artículo 133 de la Ley 39/2015». Concluye dicho informe con la siguiente indicación «…el trámite de consulta previa debe sustanciarse cuando se trata de la aprobación de una nueva ordenanza fiscal, mientras que en el caso de la modificación de una ordenanza fiscal ya aprobada con anterioridad, puede obviarse dicho trámite por tratarse de una regulación parcial de la materia».

A mayor abundamiento, la STC 55/2018, de 24 de mayo (LA LEY 49419/2018) con anterioridad referida, a pesar de declarar contrario al orden constitucional de competencias el artículo 133 de la LPAC —salvo el primer inciso de su apartado 1 y el primer párrafo de su apartado 4, por reputarse bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas— y, por tanto, inaplicable a las Comunidades Autónomas, sería de aplicación a las Entidades locales el inciso y párrafo que mantienen el carácter de legislación básica y, por vía supletoria, en ausencia de normativa reguladora de las Comunidades Autónomas, el resto de sus determinaciones.


	
–  Elaboración de memoria económica financiera si se trata de establecimiento de tasas o precios públicos (artículos 20 y 26.2 de la LTPP).

	
–  Elaboración del proyecto de Ordenanza fiscal o, en su caso, incorporación al proyecto o anteproyecto elaborado las aportaciones o sugerencias planteadas. En su exposición de motivos o preámbulo debe quedar suficientemente justificada su adecuación a los principios de buena regulación: necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia (artículo 129.1 de la LPAC), y en los términos resultantes de tal precepto.

	
–  Publicación en el Portal de Transparencia del proyecto de Ordenanza [artículo 7 c) LTBG].

	
–  Emisión de informes por Secretaría e Intervención [artículos 3.3 d).1º y 4.1 b).6º del RJFHN y 29.2 y 32 del RCIL, respectivamente].

	
–  Dictamen de la correspondiente Comisión Informativa [artículos 20.1 c), 32.2 y 122.4 a) de la LRBRL y 123 a 126 del ROF]. Para el caso de municipios de gran población, y en relación a sus proyectos de Ordenanzas fiscales, se precisará también el dictamen del órgano especializado a que se refiere el artículo 137.1 b) de dicha Ley.

	
–  Acuerdo del Pleno sobre imposición del correspondiente tributo y, de manera simultánea, aprobación de su Ordenanza fiscal reguladora. Respecto a los impuestos de exigencia necesaria, los Ayuntamientos que decidan hacer uso de las facultades que les confiere dicha Ley en orden a la fijación de los elementos necesarios para la determinación de las respectivas cuotas tributarias, deberán acordar el ejercicio de tales facultades, y aprobar, también de manera simultánea, las oportunas Ordenanzas fiscales. Estos acuerdos tendrán el carácter de provisionales y habrán de ser adoptados, conforme a lo determinado en tales artículos y en el 22.2. d) y e), 33.2 b) y 123.1. d) y g) de la LRBRL, por el Pleno de la Corporación, resultando tal competencia, a tenor de dichos artículos indelegable, salvo en el caso de los municipios de gran población respecto a la aprobación y modificación de las Ordenanzas, que sí podrá efectuarse en favor de las Comisiones del Pleno.

	
–  Exposición al público, a efectos de reclamaciones, de los acuerdos adoptados sobre las indicadas materias. Dicha exposición se realizará en el tablón de anuncios de la Entidad durante treinta días como mínimo.



En todo caso, las Entidades locales publicarán los anuncios de exposición en el Boletín Oficial de la Provincia o, en su caso, en el de la Comunidad Autónoma uniprovincial. Las Diputaciones provinciales, los órganos de gobierno de las entidades supramunicipales y los Ayuntamientos de población superior a 10.000 habitantes deberán publicarlos, además, en un diario de los de mayor difusión de la provincia, o de la Comunidad Autónoma uniprovincial.

Sobre los efectos de la ausencia del trámite de audiencia en la aprobación de las Ordenanzas fiscales, la STS de fecha 16 de julio de 2012, recurso 2528/2010 (LA LEY 109387/2012), reiterando criterio sentado en otras anteriores, ha venido a declarar en su Fundamento de Derecho segundo:


«Reputamos que el trámite es imprescindible, conclusión lógica si se tiene en cuenta que el período de información pública representa el trámite de audiencia, considerado esencial en la formación de la voluntad de los órganos de la Administración en este tipo de procedimientos, según pone de relieve el artículo 105 a) de la Constitución española.

El acuerdo de aprobación definitiva de ordenanzas fiscales, adoptado antes de haber transcurrido cumplidamente el plazo de 30 días de información pública y de que se hubieran resuelto las reclamaciones y las alegaciones presentadas dentro de dicho plazo en cualesquiera de los registros o de los lugares que señala el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, constituye un motivo de nulidad absoluta de las ordenanzas. En consecuencia, la adopción del acuerdo de aprobación definitiva antes de que se hubiera agotado el plazo de exposición pública no es una simple irregularidad formal, sino un vicio esencial que afecta a su eficacia y que, por lo tanto, no es susceptible de convalidación por otro posterior, como pretende el Ayuntamiento de Arévalo con lo aprobado en la sesión plenaria de 16 de enero de 2008.

Sólo resta puntualizar, una vez más, que el incumplimiento del trámite de audiencia se produce tanto cuando no se concede la misma, como cuando no se agota el plazo o se procede a publicar la ordenanza sin resolver las reclamaciones que hubieran sido presentadas en el término concedido, como ocurrió en el supuesto enjuiciado. No tendría sentido considerar esencial el trámite de información pública y admitir, sin embargo, que el Pleno municipal pudiera decidir sin consideración a las alegaciones o reclamaciones formuladas».
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